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Señores 
JUZGADO 06 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  
Manizales (Caldas) 
 

PROCESO NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE DIRECCION TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS 

DEMANDADOS 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES; 
NACIÓN - MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO; 
DEPARTAMENTO DE CALDAS; ESE HOSPITAL SAN FÉLIX DE LA 
DORADA (CALDAS)  

VINCULADOS 
UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES -UGPP Y NACION - 
MINISTERIO DE SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL Y OTROS 

RADICACIÓN 17001333900620200015800 

ASUNTO Contestación de la demanda 

 
JUAN MARTÍN ARANGO MEDINA, mayor de edad, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 
1.053.801.712 de Manizales (Caldas), abogado titulado y en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional 
No. 232.594 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de Apoderado en calidad de 
Apoderado Judicial de LA NACIÓN – MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, según poder 
especial, amplio y suficiente conferido por la Dra. MELISSA TRIANA LUNA, mayor de edad, domiciliada 
en Bogotá D.C., identificada con cédula de ciudadanía No. 52.706.216, obrando en calidad de Directora 
Técnica de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social, en atención a lo previsto en el 
Auto de Sustanciación No. 1108/2021 del 05 de julio de 2022, notificado por medios electrónicos, me 
permito presentar contestación de la demanda dentro del proceso de la referencia y en el término oportuno 
de la siguiente manera: 
 

1) FRENTE A LOS HECHOS 
 
Sea lo primero advertir que, respecto de los hechos, considera el Ministerio de Salud y Protección Social 
que deben ser probados en su totalidad por la parte actora, habida cuenta que la señora MARIA 
GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO no prestó sus servicios ni laboró para el Ministerio de Salud y 
Protección Social, como tampoco es la entidad responsable de la situación jurídico pensional de la misma, 
razón por la cual se desconoce su historia laboral y pensional. Acto seguido, se da respuesta a los hechos 
de la demanda, en el siguiente orden: 
 
1) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social no 
le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico pensional 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de pronunciamiento 
expreso de la entidad demandada ESE HOSPITAL SAN FÉLIX DE LA DORADA (CALDAS). 
 
2) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social no 
le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico pensional 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de pronunciamiento 
expreso de la entidad demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES. 
 
3) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social no 
le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico pensional 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de pronunciamiento 
expreso de la entidad demandada ESE HOSPITAL SAN FÉLIX DE LA DORADA (CALDAS). 
 
4) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social no 
le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico pensional 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de pronunciamiento 
expreso de la entidad demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES. 
 
5) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social no 
le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico pensional 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de pronunciamiento 
expreso de la entidad demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES. 
 
6) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social no 
le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico pensional 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de pronunciamiento 
expreso de la entidad demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES. 
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7) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social no 
le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico pensional 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de pronunciamiento 
expreso de la entidad demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES. 
 
8) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social no 
le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico pensional 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de pronunciamiento 
expreso de la entidad demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES. 
 
9) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social no 
le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico pensional 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de pronunciamiento 
expreso de la entidad demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES. 
 
10) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social 
no le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico 
pensional de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de 
pronunciamiento expreso de la entidad demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
– COLPENSIONES. 
 
11) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social 
no le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico 
pensional de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de 
pronunciamiento expreso de la entidad demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
– COLPENSIONES. 
 
12) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social 
no le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico 
pensional de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de 
pronunciamiento expreso de la entidad demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
– COLPENSIONES. 
 
13) NO NOS CONSTA Y NOS ATENEMOS A LO PROBADO. Al Ministerio de Salud y Protección Social 
no le consta el presente hecho, por no ser el ente empleador ni responsable de la situación jurídico 
pensional de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, y el mismo debe ser de 
pronunciamiento expreso de la entidad demandada NACIÓN - MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO y el DEPARTAMENTO DE CALDAS. 
 

2) FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DE LA DEFENSA 
 
Se debe hacer especial énfasis en la situación que está desembocando en la presente acción judicial.  
 
La parte demandante DIRECCION TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS busca bajo el medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho:  
 
(i) Se declare la NULIDAD DE LA RESOLUCION 0045 DEL 07 DE ENERO DE 2009, emanada por el 
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES hoy COLPENSIONES, mediante la cual se reconoce el pago de 
una pensión de vejez a favor de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, identificada con la 
C.C. 24.707.431. 
 
(ii) se declare que la DIRECCIÓN TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS NO ES LA ENTIDAD 
COMPETENTE Y RESPONSABLE de asumir el pago de la cuota parte causada por la señora MARIA 
GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, identificada con la C.C. 24.707.431, cuando laboró para la ESE 
HOSPITAL SAN FELIX DE LA DORADA - CALDAS, desde el 06 de julio de 1981 hasta el 09 de agosto de 
1988. 
 
(iii) Se declare que LA NACIÓN – en cabeza del MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y el 
DEPARTAMENTO DE CALDAS son las entidades responsables de asumir el pago de la cuota parte 
causada por la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, por los períodos laborados para la 
ESE HOSPITAL SAN FELIX DE LA DORADA – CALDAS. 
 
Al Ministerio de Salud y Protección Social se le vinculó al presente proceso en calidad de litisconsorte 
necesario por solicitud de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 
Parafiscales UGPP al considerar que esta cartera ministerial es responsable de la cuota parte que le pueda 
corresponder sobre la pensión de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO. 
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Lo anterior según lo dispuesto en el Decreto 1222 de 2013, norma en la cual se asignaron unas 
competencias y se dictaron disposiciones para el cierre del proceso liquidatario de la Caja Nacional de 
Previsión Social CAJANAL E.I.C.E en liquidación, estableciendo que en su artículo 1° que la Caja Nacional 
de Previsión Social CAJANAL ElCE EN LIQUIDACIÓN constituirá un Patrimonio Autónomo para la 
administración de las cuotas partes pensionales que hayan quedado a su cargo o que hayan sido 
reconocidas a favor de dicha entidad, derivadas de solicitudes radicadas con anterioridad al 8 de noviembre 
de 2011; y que por tanto no corresponde a la UGPP atender las reclamaciones sobre cuotas partes que se 
hayan consultado y aceptado con anterioridad a dicha fecha. 
 
Ante la falta de claridad sobre las razones para vincular al Ministerio de Salud y Protección Social al 
presente proceso, me permito hacer las siguientes aclaraciones, por lo cual las pretensiones mencionadas 
no tienen prosperidad por los siguientes argumentos de defensa: 
 
(i) En primer lugar, como se desprende de la contestación a los hechos, resulta necesario precisar que las 
circunstancias de modo, tiempo y lugar de los sucesos expuestos por el demandante, no se vio involucrada 
la participación de la entidad que represento.  
 
Las actuaciones administrativas en el trámite pensional reseñadas dan cuenta de la participación de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES; la DIRECCIÓN TERRITORIAL 
DE SALUD DE CALDAS; el DEPARTAMENTO DE CALDAS; y la ESE HOSPITAL SAN FELIX DE LA 
DORADA – CALDAS. 
 
(ii) En segundo lugar, si bien la demanda, no argumenta de fondo – fáctica o jurídicamente – la razón por 
la cual el Ministerio de Salud y Protección Social participó directa o indirectamente en el trámite pensional 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, de la lectura del acápite “IV. SOBRE EL SUB 
EXAMINE - RESPONSABILIDAD SOBRE EL PERÍODO DEL 06 DE JULIO DE 1981 HASTA EL 09 DE 
AGOSTO DE 1988” de la demanda se encuentra, que se nombra al Ministerio de Salud en los siguientes 
términos:  
 
“Es menester iniciar aduciendo que es procedente retomar el análisis de la actuación administrativa 
adelantada por COLPENSIONES en el estado que se dejó, a saber cuándo esta entidad endilgó cuotas 
partes pensionales a la Dirección territorial de Salud de Caldas a través de la resolución 0045 DEL 07 DE 
ENERO DE 2009, sin tener en cuenta que la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ OSORIO, NO 
FIGURA DENTRO DEL LISTADO DE BENEFICIARIOS DEL EXTINTO FONDO DEL PASIVO 
PRESTACIONAL DEL SECTOR SALUD CONTENIDO EN LA RESOLUCIÓN NO.02937 DEL 20 DE 
NOVIEMBRE DEL 2000 EMANADA POR EL MINISTERIO DE SALUD, motivo por el cual su pasivo no 
quedó financiado dentro el CONVENIO DE CONCURRENCIA 083 DE 2001 (PATRIMONIO AUTÓNOMO)”. 
 
En cuanto a esta referencia que se hace en la demanda, cabe precisar que si bien, el entonces Ministerio 
de Salud en calidad de administrador del Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud celebró y 
suscribió el Contrato Interadministrativo de Concurrencia No. 083 de 2001 con el Municipio de Manizales y 
el Departamento de Caldas, hay dos razones que desvirtúan una eventual responsabilidad de mi 
representada dentro del caso particular: 
 
1) Que de conformidad con lo previsto en la Ley 715 de 2001, el Fondo del Pasivo Prestacional del Sector 
Salud que administraba el entonces Ministerio de Salud fue SUPRIMIDO y en el artículo 61 determinó que 
para el pago de las cesantías y pensiones de las personas beneficiarias de dicho fondo y, de acuerdo con 
los convenios de concurrencia correspondientes, es la Nación a través del MINISTERIO DE HACIENDA Y 
CRÉDITO PÚBLICO, - entidad demandada - la encargada del giro de los recursos “a las entidades 
administradoras de pensiones o cesantías a las cuales se encuentren afiliados los servidores públicos”. 
 
2) Que la naturaleza del Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud radicaba en la colaboración con 
la financiación del pasivo prestacional causado a 31 de diciembre de 1993 por concepto de cesantías y 
pensiones de los funcionarios y exfuncionarios que quedaron inscritos en la Certificación de Beneficiarios 
del extinto Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud expedida por la Dirección General de 
Descentralización y Desarrollo Territorial del entonces Ministerio de Salud.  
 
Dicha Certificación de Beneficiarios fue alimentada con base la información laboral que las entidades 
hospitalarias reportaban al Ministerio de Salud (ahora Ministerio de Salud y Protección Social) con el fin 
que sus servidores fuesen tenidos en cuenta como beneficiarios de la concurrencia de la Nación, a través 
de los recursos dispuestos en el Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud. Por lo anterior, son 
beneficiarios del Pasivo Prestacional del Sector Salud, los trabajadores y ex trabajadores (activos, jubilados 
y retirados) de las entidades de salud que quedaron inscritos en la Certificación de Beneficiarios expedida 
por la Dirección General de Descentralización y Desarrollo Territorial del entonces Ministerio de Salud, por 
los tiempos reportados y certificados por las instituciones de salud, por lo que los pasivos por fuera del 
contrato de concurrencia suscrito, causados con posterioridad o dejados de reportar (no certificados), 
deben ser financiados, en su totalidad, por el empleador. 
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3) Que respecto a la situación particular de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO frente 
al Contrato Interadministrativo de Concurrencia No. 083 de 2001 en que el entonces Ministerio de Salud 
tuvo participación en su celebración y suscripción, se precisa al Despacho que esta NO quedó inscrito en 
calidad de beneficiario – tal como lo afirma la parte demandante en la mención de la demanda señalada -, 
razón por la cual corresponde a la ESE HOSPITAL SAN FELIX DE LA DORADA – CALDAS el 
reconocimiento de la cuota parte por los tiempos laborados por el señor RODRIGUEZ PATIÑO en dicha 
entidad, pues ni la Nación – a través del MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO ni mucho 
menos el MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL – está obligada a asumir pasivos por fuera 
del contrato de concurrencia suscrito, teniendo en cuenta que su órbita obligacional se encuentra sujeta al 
contrato celebrado y los términos y condiciones en el pactados. 
 
(iii) Y en tercer, lugar, respecto al motivo de la vinculación de mi representada al presente proceso por 
parte de la UGPP, se tiene que el Ministerio de Salud y Protección Social no asumió competencia legal ni 
acreencia alguna por concepto de cuotas partes pensionales causadas en la vigencia de la extinta 
CAJANAL EICE en liquidación, ni tampoco asumió el pago de las obligaciones por concepto de cuotas 
partes pensionales de la liquidada con posterioridad a su existencia. La UGPP debe asumir íntegramente 
las competencias misionales que antes eran de la extinta CAJANAL EICE y la remplaza procesalmente 
con el fin de garantizar la defensa judicial, técnica y material en los procesos y reclamaciones que estaban 
en trámite al cierre de la liquidación de la Caja. 
 
Según lo dispuesto en el Decreto 2196 de 2009, texto normativo que establece los criterios generales que 
presiden este proceso liquidatorio en particular, la UGPP es la entidad responsable de asumir las 
obligaciones de carácter misional que se encontraran en trámite al momento del cierre de la liquidación de 
CAJANAL. Con base en lo anterior, se infiere que tal entidad se encuentra llamada a asumir lo relacionado 
con las cuotas partes de la entidad liquidada, pues, dichas cuotas partes constituyen una obligación de su 
naturaleza misional. Las cuotas partes, en la medida en que tienen una incidencia incontrovertible en el 
reconocimiento de los derechos pensionales, constituyen una obligación típicamente misional, y tales 
deberes son, precisamente, los que la ley quiso encomendar a la UGPP. 
 
Los anteriores criterios se sustentan en las consideraciones expuestas por la Sala de Consulta y Servicio 
Civil del Consejo de Estado, a través de concepto del radicado 11001-03-06-000-2019-00065-00(2417) del 
12 de noviembre de 2019, mediante el cual se pronunció sobre la competencia de pago de este Ministerio 
en relación con las cuotas partes de la extinta CAJANAL EICE. 
 
2.1) PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER POR EL DESPACHO 
 
(i) Mediante Resolución Resolución No. 0045 del 07 de enero de 2009 la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, reconoció el pago de una pensión de vejez a favor 
de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO. COLPENSIONES resolvió distribuir las cuotas 
partes que financian la pensión, entre las siguientes entidades: 
 

ENTIDAD DÍAS VALOR DE CUOTA PORCENTAJE 

INSTITUTO DE SEGURO SOCIAL  6281  $389.448  62.87%  

HOSPITAL SAN FELIX (CAJANAL)  1115  $158.393  11.56%  

HOSPITAL SAN FELIX (DIRECCION 
TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS)  

2554  $71.608  25.57%  

 
(ii) La Dirección Territorial de Salud de Caldas manifiesta que COLPENSIONES le endilgó cuotas partes 
pensionales, sin tener en cuenta que la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, NO FIGURA 
DENTRO DEL LISTADO DE BENEFICIARIOS DEL EXTINTO FONDO DEL PASIVO PRESTACIONAL 
DEL SECTOR SALUD, motivo por el cual su pasivo no quedó financiado dentro el CONVENIO DE 
CONCURRENCIA 083 DE 2001. Por esta razón, la Dirección Territorial de Salud de Caldas afirma que la 
cuota parte le corresponde a la NACIÓN – en cabeza del MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO y al DEPARTAMENTO DE CALDAS. 
 
De lo expuesto, surge para esta defensa el siguiente problema jurídico a resolver por el Despacho: En el 
caso concreto, ¿Cuál es la entidad llamada a responder por las reclamaciones hechas respecto de 
obligaciones prestacionales, causadas antes del 31 de diciembre de 1993, del personal del sector de la 
salud no inscrito como beneficiario del acuerdo de concurrencia? 
 
2.2) CONSIDERACIONES PARA RESOLVER EL PROBLEMA JURÍDICO  
 
Para resolver, se abordará los siguientes temas: (i) Normativa aplicable a las cuotas partes pensionales; 
(ii) Responsabilidad del pasivo pensional causado con anterioridad al 31 de diciembre de 1993 del personal 
del sector de la salud no inscrito como beneficiario del acuerdo de concurrencia, y (iii) De las cuotas partes 
pensionales de la extinta CAJANAL. 
 
(I) NORMATIVA APLICABLE A LAS CUOTAS PARTES PENSIONALES 
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La cuota parte pensional es el mecanismo de soporte financiero de la pensión, representa un esquema de 
concurrencia para el pago de las mesadas pensionales entre entidades públicas reconocedoras de pensión, 
Cajas o Fondos de Previsión Social, y, a su vez, permite el recobro a prorrata del tiempo laborado o del 
cotizado a ellas. 
 
Nace esta figura en la reforma introducida por la Ley 63 de 1945, en cuanto que para reunir el tiempo 
necesario para la pensión de jubilación permitió que se pudieran acumular todos los tiempos servidos a 
distintas entidades públicas. El artículo 29 así lo dispuso: 
 
"ARTICULO 29. Los servicios prestados sucesiva o alternativamente a distintas entidades de derecho 
público, se acumularán para el cómputo del tiempo en relación con la jubilación, y el monto de la pensión 
correspondiente se distribuirá en proporción al tiempo servido y al salario o remuneración devengados en 
cada una de aquéllas. Los trabajadores cuyos salarios o remuneraciones se paguen con cargo a fondos 
especiales que se formen con aporte de varias entidades de derecho público, gozarán de las prestaciones 
más favorables que éstas reconozcan a sus propios trabajadores, con cargo al mismo fondo especial."  
 
La anterior norma fue adicionada por el artículo 1° de la Ley 24 de 1947, ratificando tanto la posibilidad de 
la acumulación de tiempos de servicio a distintas entidades públicas como la facultad de distribución del 
pago entre las mismas. 
 
Posteriormente el artículo 21 de la Ley 72 de 1947, señaló que las cajas pagadoras de pensión tienen 
derecho a repetir contra las demás entidades en las que laboró el pensionado, "(...) e[ reembolso de la 
cantidad proporcional que les corresponda, habida consideración del tiempo de servicio del empleado en 
cada una de las entidades oficiales". Esta norma fue reglamentada por el Decreto 2921 de 1948, y previo 
el procedimiento para el reconocimiento y pago de pensiones donde concurren en el pago una o varias 
entidades a prorrata del tiempo cotizado o servido. Para este efecto, la norma determinó que la Caja de 
Previsión obligada al pago de una pensión, en ejercicio de su derecho repetirá contra los organismos no 
afiliados a ella, o contra las demás entidades de previsión, a prorrata del tiempo que el pensionado hubiere 
servido o aportado a ellas. 
 
Luego de algunas reformas al régimen prestacional del sector público del orden Nacional, sin que se 
introdujeran cambios a la estructuración de la cuota parte pensional, se expidió la Ley 33 de 1985 en cuyo 
artículo 2 prevé: "Artículo 2.- La Caja de Previsión obligada al pago de pensión de jubilación, tendrá 
derecho a repetir contra los organismos no afiliados a ellas o contra las respectivas cajas de previsión, a 
prorrata del tiempo que el pensionado hubiere servido o aportado a ellos. El proyecto de liquidación será 
notificado a los organismos deudores, los que dispondrán del término de quince días para objetarlo, vencido 
el cual se entenderá aceptado por ellos". 
 
Del recuento de la normatividad citada, podemos establecer que la figura de las cuotas partes pensionales 
se reguló en normas de carácter especial, que reglamentan de una parte las relaciones laborales entre los 
trabajadores y sus empleadores, y de otra las relaciones patrimoniales existentes entre las entidades de 
derecho público obligadas a concurrir en el pago de la pensión. 
 
La Ley 100 de 1993 por la cual se crea el Sistema de Seguridad Social integral y se dictan otras 
disposiciones no excluyó las cuotas partes pensiónales ni su regulación hasta ese momento prevista, y 
reconoció su importancia como soporte financiero del Sistema. 
 
(II) RESPONSABILIDAD DEL PASIVO PENSIONAL CAUSADO CON ANTERIORIDAD AL 31 DE 
DICIEMBRE DE 1993 DEL PERSONAL DEL SECTOR DE LA SALUD NO INSCRITO COMO 
BENEFICIARIO DEL ACUERDO DE CONCURRENCIA 
 
La Ley 60 de 1993 creó el Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud como un mecanismo para que 
la Nación colaborara en la financiación del pasivo causado hasta el 31 de diciembre de 1993, por concepto 
de cesantías y pensiones de los trabajadores del sector salud, que hubieren sido reconocidos como 
beneficiarios de dicho fondo. Posteriormente el Decreto 530 del 8 de marzo de 1994 “Por el cual se 
reglamentan los artículos 33 de la Ley 60 de 1993 y 242 de la Ley 100 de 1993”, fijó en sus artículos 10 y 
11, el procedimiento que debía seguirse para obtener el reconocimiento como beneficiario del Fondo del 
Pasivo Prestacional del Sector Salud de la siguiente manera: 
 
“ARTICULO 10. Acceso al Fondo del Pasivo. Para efectos del reconocimiento de la calidad de 
beneficiarios del Fondo del Pasivo, deberá observarse el siguiente procedimiento: 
 
1. Las entidades o dependencias del sector salud que consideren pertenecer a cualquiera de las categorías 
de que trata el numeral 20 del Artículo 33 de la ley 60 de 1993, deberán solicitar al Ministerio de Salud por 
intermedio de la Dirección Seccional de Salud o la Dirección Distrital, cuando ésta última pertenezca a una 
entidad territorial certificada como descentralizada para el sector salud, el reconocimiento por parte del 
Fondo del Pasivo dentro de los nueve (9) meses siguientes a la fecha de expedición de éste Decreto. 
 
(...) 
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5. Una vez aprobado por el consejo administrador del Fondo del Pasivo, el Ministerio de Salud, a través de 
la Dirección General de Descentralización y Desarrollo Institucional mediante resolución comunicará a las 
respectivas entidades sí sus servidores reúnen los requisitos para ser beneficiarios del Fondo del Pasivo y 
el monto de la deuda. Contra dicha resolución procederá únicamente el recurso de reposición. 
 
6. Las instituciones de salud publicarán por una sola vez en un diario de amplia circulación territorial o 
nacional, según el caso, la resolución de reconocimiento de que trata el numeral anterior”. 
 
Artículo 11. Transcurridos los términos señalados en el numeral 1º del artículo 10, no se podrán presentar 
solicitudes para el reconocimiento de la calidad de beneficiario del Fondo del Pasivo, y se entiende que las 
entidades o dependencias del sector salud que no las hayan presentado, así como sus servidores públicos 
o trabajadores privados, no podrán ser considerados como beneficiarios del Fondo del Pasivo. 
 
Lo anterior se entiende sin detrimento de los derechos prestacionales reconocidos por las disposiciones 
legales a los trabajadores privados y servidores públicos, que se mantienen vigentes de pleno derecho, y 
se limita únicamente a la concurrencia de la Nación en la financiación de dicha deuda. 
 
Sin perjuicio de lo aquí establecido, quienes crean tener derecho a ser beneficiarios del Fondo del Pasivo 
y no hubieren sido reconocidos, podrán solicitar directamente a la Dirección Seccional de Salud el trámite 
de su solicitud de acreditación, ante el Ministerio de Salud, dentro de los dos meses siguientes a la fecha 
de la publicación de que trata el numeral 6º del artículo 10 del presente Decreto, siempre que demuestren 
que no fueron incluidos en la solicitud de la institución. 
 
Así mismo, podrán ser reconocidos por el Ministerio de Salud como beneficiarios del Fondo del Pasivo, 
previo concepto favorable del Consejo Administrador, aquellos trabajadores privados o servidores públicos 
que han obtenido por vía judicial la declaración de sus derechos en materia de cesantías y pensiones, con 
posterioridad a los plazos aquí establecidos. En todo caso estos derechos deberán haber sido causados 
con anterioridad al 31 de diciembre de 1993 y los trabajadores privados o servidores públicos, deben reunir 
las condiciones exigidas en el presente Decreto.” 
  
De acuerdo con lo estipulado en el numeral 1º del Artículo 10 del Decreto 530 de 1994, las instituciones de 
salud tenían un término de nueve (9) meses a partir de la entrada en vigencia del mismo, que fue el 8 de 
marzo de 1994, para solicitar el reconocimiento de sus funcionarios como beneficiarios del Fondo del 
Pasivo Prestacional del Sector Salud. 
  
Una vez aprobado por el Consejo Administrador del Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud, el 
Ministerio de Salud, a través de la Dirección General de Descentralización y Desarrollo Institucional, 
mediante resolución debía comunicar a las respectivas entidades, sí sus servidores reunían los requisitos 
para ser beneficiarios del Fondo y el monto de la deuda. Contra dicha resolución procedía solo el recurso 
de reposición.  
 
Por su parte, el Artículo 11 del Decreto 530 de 1994 estableció que transcurridos los términos señalados 
en el numeral 1º del artículo 10 (los nueve meses), no se podían presentar solicitudes para el 
reconocimiento de la calidad de beneficiario del Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud. La norma 
sin embargo aclaró, que esto se entendía sin perjuicio de los derechos prestacionales reconocidos por las 
disposiciones legales a los trabajadores privados y servidores públicos, que se mantienen vigentes, pues 
lo señalado se limitaba únicamente y exclusivamente a la “concurrencia de la Nación” en la financiación de 
dicha deuda. 
 
De igual manera indicó, que quienes creían tener derecho a ser beneficiarios del Fondo del Pasivo 
Prestacional del Sector Salud y no hubieren sido reconocidos, podían solicitar directamente a la Dirección 
Seccional de Salud el trámite de su solicitud de acreditación, ante el Ministerio de Salud, dentro de los “dos 
meses” siguientes a la fecha de la publicación de que trata el numeral 6º del artículo 10 del Decreto 530 de 
2004. 
 
Adicionalmente señaló, que también podían ser reconocidos por el Ministerio de Salud como beneficiarios 
del Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud, previo concepto favorable del Consejo Administrador, 
aquellos trabajadores privados o servidores públicos que hubieren obtenido por “vía judicial” la declaración 
de sus derechos en materia de cesantías y pensiones, con posterioridad a los plazos aquí establecidos. 
Pero que, en todo caso, estos derechos han debido ser “causados con anterioridad al 31 de diciembre de 
1993.” 
 
El Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud, fue suprimido posteriormente por la Ley 715 de 2001 
(art.61 y 63), estableciéndose que los recursos existentes en el Fondo del Pasivo Prestacional para el 
Sector Salud serían trasladados al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de manera que, con cargo a 
dichos recursos, se efectuarían los pagos correspondientes.  
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De acuerdo con lo reglado en la Ley 715 de 2001 y en el Decreto 530 de 1994, la condición de beneficiario 
del Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud es un requisito que debe cumplirse para continuar con 
el pago con dineros de la Nación de obligaciones prestacionales. 
 
En ese orden de ideas, se estima, que la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO no figura 
como beneficiaria del Fondo Pasivo del Pasivo Prestacional del Sector Salud y en tal medida la Nación no 
puede asumir la obligación reclamada. 
 
Y en este punto, cabe formular la siguiente pregunta: ¿qué sucede con la persona que tiene derecho a ser 
beneficiada con los recursos del Fondo pero que no quedó inscrito como beneficiaria del respectivo contrato 
de concurrencia? 
 
La cuestión planteada concierne al eje central de la presente controversia, en la falta de definición de la 
entidad cuotapartista que debe asumir el pago por los tiempos laborados en las instituciones de salud.  
 
La respuesta, entonces, se encuentra en el artículo 242 de la Ley 100 de 1993, el cual dispuso que las 
entidades del sector salud deberían seguir presupuestando y pagando las cesantías y pensiones a que 
están obligadas hasta tanto no se realice el corte de cuentas y se establezca la concurrencia de cada 
entidad territorial. El texto de la citada disposición indicó: 
 
“ARTÍCULO 242. FONDO PRESTACIONAL DEL SECTOR SALUD. El fondo del pasivo prestacional para 
el sector salud, de que trata la Ley 60 de 1993, cubrirá las cesantías netas acumuladas y el pasivo laboral 
por pensiones de jubilación causado a 31 de diciembre de 1993. 
 
El costo adicional generado por concepto de la retroactividad de cesantía del sector salud que a la vigencia 
de esta Ley tienen derecho a ello, conforme al artículo 33 de la Ley 60 de 1993, y para los fines previstos 
en esta, será asumido por el Fondo del Pasivo Prestacional y las entidades territoriales, en los plazos y 
términos de concurrencia que establece la misma Ley.  
 
A partir de la vigencia de la presente Ley no podrán reconocerse ni pactarse para los nuevos servidores 
del sector salud, retroactividad en el régimen de cesantía a ellos aplicable. 
 
En el caso de que las instituciones a que se refiere el artículo 33 de la Ley 60 de 1993 y para los efectos 
allí previstos, estén reconociendo por un régimen especial un sistema pensional distinto del exigido por la 
entidad de previsión social a la cual se afilien o se encuentren afiliados los trabajadores correspondientes, 
la pensión será garantizada por el Fondo del Pasivo Prestacional y las entidades territoriales, hasta el 
momento en que el trabajador reúna los requisitos exigidos por la entidad de previsión y los diferenciales 
de pensión serán compartidos y asumidos por el Fondo, las entidades territoriales y la mencionada entidad 
provisional, en la proporción que a cada cual le corresponda. 
 
Las entidades del sector salud deberán seguir presupuestando y pagando las cesantías y pensiones a que 
están obligadas hasta tanto no se realice el corte de cuentas con el fondo prestacional y se establezcan 
para cada caso la concurrencia a que están obligadas las entidades territoriales en los términos previstos 
en la Ley 60 de 1993 (…)”. 
 
De manera que, si bien es cierto que por disposición legal las instituciones de salud no están llamadas a 
concurrir en el pago del pasivo pensional de sus trabajadores, no lo es menos, que la misma Ley 100 de 
1993 contempló la responsabilidad financiera en el pago del pasivo pensional, ante la ausencia de registro 
de personal del sector salud en dicho acuerdo, que por disposición del artículo 242 de la Ley 100 de 1993, 
será la institución de salud correspondiente la que deba asumir la carga prestacional. 
 
Así las cosas, aún en el evento de que existiera obligación de concurrencia para el pago del pasivo 
pensional a favor de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, de todas formas, la obligación, 
sigue estando a cargo de la entidad empleadora, es decir de la ESE HOSPITAL SAN FELIX DE LA 
DORADA – CALDAS, dado su carácter de empleador. De igual manera es oportuno mencionar que el 
pasivo en cuya financiación colaboró la Nación a través del Fondo Pasivo es el causado hasta el 31 de 
diciembre de 1993. Lo anterior, tiene sustento jurisprudencial en la decisión adoptada el 15 de julio de 2004 
por el Consejo de Estado Sección Segunda, Subsección “A”, en el expediente T-992834, Acción de tutela 
instaurada por Luz Marina Avella Sánchez contra el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, que indicó:  
 
“(…) la no inclusión de la actora en el listado de beneficiarios del desaparecido Fondo Nacional del Pasivo 
Prestacional del Sector Salud, impide que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público quien asumió la carga 
pensional del mencionado fondo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 11 del Decreto 530 de 1994, 
cancele con los recursos provenientes de los contratos de concurrencia de la Nación las mesadas 
pensionales reclamadas por la actora, pues por mandato legal le está prohibido. La señora Avella debe 
solicitar a la Fundación San Juan de Dios, por ser ésta su empleadora, el pago de las mesadas dejadas de 
percibir desde el mes de febrero de 2003, o acudir ante la jurisdicción laboral y obtener allí la declaratoria 
de sus derechos en materia pensional para que con base en ese pronunciamiento judicial, sea reconocida 
como tal”. 
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(III) DE LAS CUOTAS PARTES PENSIONALES DE LA EXTINTA CAJANAL 
 
DE LA CAJA NACIONAL DE PREVISION SOCIAL – CAJANAL 
 
La Ley 6 de 1945, autorizó la creación de la Caja Nacional de Previsión Social, dotada de personería 
jurídica y autonomía administrativa, a cuyo cargo, estuvo el reconocimiento y pago de las prestaciones de 
los empleados y obreros Nacionales. Posteriormente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 130 
de la Ley 100 de 1993, el Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional – FOPEP, sustituyó, entre otras, 
a la Caja Nacional de Previsión Social en lo relacionado con el pago de las pensiones de vejez o de 
jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, pero mantuvo el reconocimiento de tales 
prestaciones en la citada entidad. Mediante la Ley 490 de 1998, la Caja Nacional de Previsión Social se 
transformó de establecimiento público a Empresa Industrial y Comercial del Estado, adscrita al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social; gozando de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio 
independiente, permitiéndole operar como Entidad Promotora de Salud y como Administradora de 
Pensiones. La mencionada Ley en su artículo 4, contempló lo siguiente: 
 
“ARTICULO 4o. RECONOCIMIENTO Y LIQUIDACIÓN DE PENSIONES. La Caja Nacional de Previsión 
Social continuará con las funciones de trámite y reconocimiento de pensiones, así como con el recaudo de 
las cotizaciones en los términos establecidos por la Ley, las cuales serán giradas mensualmente al Fondo 
de Pensiones Públicas del Nivel Nacional, entidad que se encargará del pago de las respectivas pensiones. 
Las demás prestaciones económicas seguirán tramitándose, reconociéndose y concediéndose por Cajanal.  
 
Las reservas que haya acumulado la Caja Nacional de Previsión Social hasta la vigencia de la presente 
Ley por concepto pensiones, serán entregadas al Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional.  
 
Para atender el costo que demanden estas funciones y el pago de las primas de invalidez y sobrevivencia, 
se destinará hasta los tres puntos cinco (3.5) puntos de la cotización al sistema general de pensiones 
establecido por la Ley, previos los análisis periódicos que permitan determinar los gastos de funcionamiento 
de acuerdo con los estudios correspondientes. En todo caso, el Gobierno Nacional garantizará los aportes 
necesarios para cubrir el costo que demande la administración de este sistema, en la medida en que la 
reducción en el número de los afiliados disminuya los ingresos recibidos por concepto de cotizaciones. (…)” 
 
Así mismo, el artículo 3º del Decreto 1404 de 1999, que reglamentó la precita ley, dispuso: 
 
“ARTICULO 3o. De conformidad con la Ley 490 de 1998, las cotizaciones que recaude la Caja Nacional 
de Previsión Social como Administradora del Régimen de Prima Media, serán transferidas mensualmente 
al FOPEP, a través de la Dirección del Tesoro Nacional, para que se efectúe el pago de las respectivas 
pensiones.  
  
Para determinar la suma a transferir del total de cotizaciones, se deberá deducir la Comisión de 
Administración, esto es la suma destinada a atender el costo del cumplimiento de las funciones por parte 
de la Caja Nacional de Previsión Social, a que se refiere el artículo 4o. de la Ley 490 de 1998, de acuerdo 
con el estudio que realice la Dirección General del Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, sin que dicha suma exceda el resultado de restar de 3.5 puntos de las cotizaciones, los 
puntos necesarios para pagar las primas de invalidez y sobrevivencia. (…)” 
 
Posterior a ello, el Gobierno Nacional, mediante la expedición del Decreto 1777 de 2003, escindió de la 
Caja Nacional de Previsión Social – CAJANAL-, Empresa Industrial y Comercial del Estado, vinculada al 
entonces Ministerio de la Protección Social, la Subdirección General de Salud, la Subdirección General 
Administrativa y Financiera, las Direcciones Seccionales Regionales y las demás dependencias de 
cualquier nivel vinculadas a la prestación del servicio de salud, creando la sociedad comercial del orden 
Nacional, por un término indefinido, denominada CAJANAL S.A. E.P.S., vinculada al citado Ministerio, con 
personería jurídica, patrimonio propio, autonomía administrativa y financiera, la cual tuvo como objeto, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 3: “(…) promover, organizar, garantizar y prestar, directa o 
indirectamente, los servicios de salud a sus afiliados y usuarios, para lo cual podrá desarrollar las funciones 
consagradas en el artículo 178 de la Ley 100 de 1993 y demás normas que la reglamenten, modifiquen o 
adicionen. (…)”. Ahora, el artículo 20 ibídem, en cuanto a la administración de pensiones, estableció que:  
 
“La Caja Nacional de Previsión Social, Cajanal empresa industrial y comercial del Estado continuará 
teniendo como objeto la administración del régimen solidario de prima media con prestación definida y de 
aquellas prestaciones especiales, convencionales y demás que por efectos de las normas legales vigentes 
o contractuales, le hayan sido o le sean asignadas. (…)” 
 
En cumplimiento de los anteriores preceptos normativos, los asuntos de pensiones y de salud, se 
manejarían a través de dos entidades diferentes, así: el Sistema General de Pensiones, siguió en cabeza 
de la Caja Nacional de Previsión Social – CAJANAL, Régimen Solidario de Prima Media con Prestación 
Definida y el Sistema General de Seguridad Social en Salud, quedó a cargo de CAJANAL S.A. E.P.S., 
ambas entidades vinculadas al Ministerio de Salud y Protección Social. 
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Por su parte, el Gobierno Nacional mediante la expedición del Decreto 4409 del 30 de diciembre de 2004, 
modificado por los Decretos, 499 del 28 de febrero de 2005, 4673 del 29 de diciembre de 2006 y 4184 del 
30 de octubre de 2007, ordenó la disolución y liquidación de CAJANAL S.A. E.P.S., y la entrega de la 
documentación y los archivos de las historias laborales de los ex trabajadores a la Caja Nacional de 
Previsión Social –CAJANAL EICE, o a la entidad que hiciera sus veces, delegándole a esta, la 
responsabilidad de la custodia y del manejo de los mismos. Proceso que culminó con la suscripción del 
acta de liquidación definitiva, de acuerdo con el régimen legal aplicable a su naturaleza jurídica. 
 
De otro lado, el artículo 155 de la Ley 1151 de 2007 , dispuso la creación de la empresa industrial y 
comercial del Estado del orden nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio 
independiente, vinculada al Ministerio de la Protección Social, denominada Administradora Colombiana de 
Pensiones, Colpensiones, cuyo objeto consiste en la administración estatal del régimen de prima media 
con prestación definida incluyendo la administración de los beneficios económicos periódicos de que trata 
el Acto Legislativo 01 de 2005, de acuerdo con lo que estableciera la ley que los desarrolle y, en 
consecuencia, ordenó la liquidación de la Caja Nacional de Previsión Social –CAJANAL EICE; norma que 
fue declarada exequible por la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-376 de 2008. 
 
Mediante la Sentencia T–1234 de 2008, la Corte Constitucional advirtió sobre la persistencia del estado de 
cosas inconstitucional, declarado por dicha Corporación mediante la Sentencia T-068 de 1998, que se 
manifestaba en la incapacidad de CAJANAL EICE para atender de manera oportuna las solicitudes que en 
materia pensional le presentaban los usuarios, generándose en consecuencia, un represamiento en la 
decisión de las mismas. Adicionalmente, los informes de los órganos de control concluyeron que dicha 
Empresa no había logrado superar sus problemas estructurales. Así mismo, el estudio técnico de 
evaluación administrativa realizado por el Gobierno Nacional a CAJANAL EICE evidenció problemas de 
gestión que amenazaban la prestación eficaz y eficiente del servicio público de seguridad social en 
pensiones y generaban contingencias fiscales para la Nación, por lo que recomendó la supresión y 
liquidación de la entidad.  
 
Mediante la expedición del Decreto 2196 del 12 de junio de 2009, el cual fue publicado en el Diario Oficial 
No. 47.378 de la misma fecha, el Gobierno Nacional ordenó la supresión y liquidación de la Caja Nacional 
de Previsión Social - CAJANAL E.I.C.E., y señaló que, a partir de la vigencia del presente decreto, dicha 
entidad entraría en proceso de liquidación, la cual debería concluir a más tardar en un plazo de dos (2) 
años, prorrogables mediante acto administrativo debidamente motivado; como consecuencia de dicha 
medida, se dio inicio al proceso concursal y universal de liquidación, y designó como Liquidador a la Jefe 
de la Oficina Asesora Jurídica de la entidad suprimida. 
 
El artículo 3 ibídem, estableció como efecto de la liquidación ordenada por el Gobierno Nacional, la 
prohibición de iniciar nuevas actividades en desarrollo de su objeto social, por tanto, CAJANAL E.I.C.E. EN 
LIQUIDACIÓN conservó su capacidad jurídica, únicamente para realizar los actos, operaciones y contratos 
necesarios en orden a lograr su pronta liquidación.  
 
Sin embargo, en el inciso 2 del artículo 3 del citado decreto, se estableció que CAJANAL E.I.C.E., debía 
adelantar prioritariamente las acciones que permitieran garantizar el trámite y reconocimiento de las 
obligaciones pensionales y demás actividades afines con dichos trámites, respecto de aquellos afiliados 
que hubieren cumplido con los requisitos de edad y tiempo de servicio para obtener la pensión de jubilación 
o de vejez a la fecha en que se hubiera efectuado el traslado a la Administradora del Régimen de Prima 
Media del Instituto de Seguro Social - ISS, de acuerdo con las normas que rigen la materia.  
 
El Gobierno Nacional a través del Decreto 2040 del 10 de junio de 2011, prorrogó el término de duración 
del proceso liquidatario hasta el 12 de junio de 2012; mediante el Decreto 1229 del 12 de junio de 2012 
prorrogó nuevamente el término de duración del proceso liquidatario hasta el 31 de diciembre de 2012; 
mediante Decreto 2776 de 28 de diciembre de 2012, se prorrogó el término de duración del proceso 
liquidatorio de CAJANAL EICE hasta el 30 de abril de 2013 y finalmente, a través del Decreto 0877 del 30 
de abril de 2013 , se fijó último plazo para la terminación del proceso hasta el 11 de junio de 2013, fecha 
definitiva de su extinción. De conformidad con el Decreto Ley 254 de 2000, el Liquidador suscribió el 11 de 
junio de 2013, el Acta Final de Liquidación y expidió la Resolución 4911 de 11 de junio de 2013, por medio 
de la cual se declaró terminado el proceso Liquidatorio, lo cual se materializó a partir de las cero horas del 
día 12 de junio de 2013. 
 
DEL PROCESO LIQUIDATORIO DE CAJANAL EICE EN LIQUIDACION 
 
El Liquidador designado por el Gobierno Nacional debió dar cumplimiento al régimen legal aplicable al 
proceso liquidatorio de CAJANAL E.I.C.E., el cual se encuentra contenido en las disposiciones del Decreto 
2196 de 2009, en el Decreto Ley 254 de 2000, modificado por la Ley 1105 de 2006, y en las normas que 
la sustituyan, modifiquen o reglamenten, y en cuanto existieran vacíos legales, por las normas aplicables a 
la liquidación forzosa administrativa de entidades financieras contenidas en el Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero y en las normas que lo desarrollan. 
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De acuerdo con lo establecido en el artículo 23 del Decreto Ley 254 de 2000, modificado por el artículo 12 
de la Ley 1105 de 2006, mediante un aviso fijado en un lugar visible de las oficinas de la entidad, el cual 
fue publicado en el Diario El Tiempo de circulación nacional, los días 13 y 24 de agosto de 2009, se emplazó 
al público en general, para que todas las personas que se consideraran con derecho a presentar 
reclamaciones de cualquier índole en contra de CAJANAL E.I.C.E. EN LIQUIDACIÓN, se hicieran parte en 
el proceso liquidatorio, presentando la correspondiente reclamación, indicando el motivo de la misma y la 
prueba en que se fundamentaba. Así mismo, en el citado aviso se efectuó la advertencia de que una vez 
vencido dicho término, el Liquidador no tendría facultad para aceptar ninguna reclamación.  
 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 24 del Decreto 2211 de 2004 , el término para la 
presentación oportuna de las reclamaciones fue el comprendido entre el 24 de agosto y el 24 de septiembre 
de 2009, en el horario de 8:00 a.m. a 5:00 p.m.; vencido el término para presentar reclamaciones, es decir, 
desde el día veinticinco (25) de septiembre de 2009, se mantuvo el expediente en traslado común a todos 
los interesados por un término de cinco (5) días hábiles, sin que durante el plazo en cuestión se presentara 
objeción alguna. 
 
Al punto, se considera relevante traer en cita la Sentencia C-735/07 , Magistrado Ponente, doctor Manuel 
José Cepeda Espinosa, quien al conocer la demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 1 (parcial), 
7 (parcial) y 12 (parcial) de la Ley 1105 de 2006, por medio de la cual se modifica el Decreto Ley 254 de 
2000, sobre procedimiento de liquidación de entidades públicas de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional 
y se dictan otras disposiciones, con relación al principio procesal de preclusión, expresó:  
 
“(…) ii) El citado decreto, y la ley que lo modifica, establecen un término procesal de cuarenta y cinco (45) 
días para que todos los acreedores hagan valer sus derechos en el proceso de liquidación, de suerte que 
si no se formula oportunamente la reclamación correspondiente, se pierde, en virtud del principio procesal 
de preclusión, la posibilidad de invocarlos en dicho proceso. (…)” 
 
En este orden de ideas, todas aquellas personas que consideraban tener derecho al pago de una acreencia 
por parte de la extinta CAJANAL E.I.C.E. EN LIQUIDACIÓN, debieron haber presentado reclamación 
dentro de los plazos antes señalados, caso en el cual, el liquidador debió resolver dichas reclamaciones, 
aceptándolas o negándolas; en consecuencia, y atendiendo el principio procesal de preclusión, 
actualmente no podría pretenderse el pago de estas acreencias.  
 
De otra parte, siendo finalidad esencial del proceso concursal y universal de liquidación de CAJANAL 
E.I.C.E. EN LIQUIDACIÓN, el determinar y cancelar en lo posible el pasivo de la Entidad, en los términos 
del numeral 1° del artículo 293 del Decreto 663 de 1993 , a partir del día 25 de septiembre de 2009, se 
inició el proceso de calificación de las reclamaciones presentadas oportunamente ante la Liquidación, 
teniendo en cuenta su naturaleza, cuantía, orden de restitución, prelación de pagos y privilegios de Ley.  
 
La calificación de las reclamaciones presentadas oportunamente por las personas que consideraron tener 
derechos en contra de CAJANAL E.I.C.E. EN LIQUIDACIÓN, se efectuó aplicando el principio 
constitucional de la igualdad material, sin perjuicio de las disposiciones legales que confieren privilegios de 
exclusión y preferencia en el pago de determinada clase de créditos. 
 
Según la Resolución 418 de 2010, emitida por el Liquidador, CAJANAL E.I.C.E. EN LIQUIDACIÓN no 
reconocería intereses moratorios respecto de las reclamaciones presentadas, independientemente de su 
naturaleza, a partir del 12 de junio de 2009, fecha en la que se expidió y publicó el Decreto 2196 de 2009, 
por medio del cual el Gobierno Nacional ordenó la supresión y liquidación de la Empresa, debido a que el 
hecho irresistible que se deriva de una orden de ese tipo, es una situación constitutiva de fuerza mayor, y 
a que la previa evacuación de los trámites propios de los procesos liquidatorios, es una causa legal que 
impide a la deudora pagar hasta tanto éstos se surtan.  
 
De acuerdo con las reglas que regían el proceso liquidatorio de CAJANAL E.I.C.E. EN LIQUIDACIÓN, 
todas las personas que en su momento consideraban tener algún derecho en contra de la entidad, por 
hechos ocurridos con anterioridad al 12 de junio de 2009, debían presentar reclamación, indicando el 
motivo de la misma y aportando la prueba que la fundamentara; sin que se encontraran exoneradas de 
ello, aquellas personas que hubiesen iniciado un proceso judicial de carácter declarativo o ejecutivo en 
contra de la entidad por ese mismo concepto, con anterioridad al 12 de junio de 2009, fecha en la que se 
ordenó la supresión y liquidación de la entidad.  
 
Lo anterior de conformidad con lo establecido en el literal d) del artículo 6º del Decreto 2196 de 2009, en 
concordancia con el literal d) del artículo 6º del Decreto Ley 254 de 2000, el cual fue modificado por la Ley 
1105 de 2006, los jueces de la República deberían proceder a terminar los procesos ejecutivos en curso 
contra la entidad, y acumularlos al proceso de liquidación, en aplicación al fuero de atracción propio de los 
procesos concursales, dado el carácter universal y ejecutivo de estos, siendo el fuero de atracción un efecto 
procesal de la apertura de los procesos concursales, de orden público, en virtud del cual se produce un 
desplazamiento de la competencia originaria de los jueces para establecerla en la autoridad encargada de 
tramitar dichos procesos, quedando fuera de consideración el interés individual de los acreedores.  
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En virtud de la calificación y graduación de acreencias, fue emitida la Resolución 2266 del 14 de diciembre 
de 2012, proferida por el Liquidador, en la cual se reconocieron parcialmente los derechos de recobro por 
concepto de cuotas partes pensionales reclamados oportunamente, así como se rechazaron otros 
presentados, según las causales previstas para el efecto. Adicional a ello, fueron emitidos diferentes actos 
administrativos por medio de los cuales se resolvieron recursos interpuestos contra la citada Resolución.  
 
FINALIZACIÓN DEL PROCESO LIQUIDATORIO DE CAJANAL EICE EN LIQUIDACIÓN: 
 
Mediante Resolución 2266 del 14 de diciembre de 2012 la extinta CAJANAL EICE en liquidación realizó la 
calificación de acreencias presentadas por concepto de cuotas partes pensionales. CAJANAL EICE en 
liquidación dejó de existir el 12 de julio de 2013.  
 
Con posterioridad al cierre del Proceso Liquidatorio, el Gobierno Nacional emitió el Decreto 1222 de 2013, 
que dispuso en su artículo 1°:  
 
“Artículo 1°. Cuotas Partes por cobrar y por pagar a cargo de Cajanal EICE en Liquidación. En 
ejercicio de las facultades contenidas en el artículo 35 del Decreto-ley 254 de 2000, modificado por el 
artículo 19 de la Ley 1105 de 2006, la Caja Nacional de Previsión Social (Cajanal EICE) en liquidación 
constituirá un Patrimonio Autónomo para la administración de las cuotas partes pensionales que hayan 
quedado a su cargo o que hayan sido reconocidas a favor de dicha entidad, derivadas de solicitudes 
radicadas con anterioridad al 8 de noviembre de 2011, de acuerdo con el término señalado en el numeral 
1 del artículo 1° del Decreto 4269 de 2011; para lo anterior, se entregará al Patrimonio Autónomo la 
información y documentación requerida y al Ministerio de Salud y Protección Social, copia de dicha 
información.  
 
El pago de las cuotas partes pensionales a cargo de la Caja Nacional de Previsión Social (Cajanal EICE) 
en liquidación, se efectuará a través del Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional (FOPEP), en 
consideración a que el liquidador, mediante Resoluciones números 2266 del 14 de diciembre de 2012 y 
2503 del 7 de febrero de 2013, las excluyó de la masa de liquidación.” 
 
De conformidad con el Decreto 1222 de 2013 la administración de las cuotas partes pensionales 
reconocidas por solicitudes presentas con anterioridad al 8 de noviembre de 2011, quedó a cargo del 
Ministerio de Salud y Protección Social por medio de un Patrimonio Autónomo constituido para tal efecto, 
y el pago de las mismas quedó a cargo del Fondo de Pensiones Públicas de Nivel Nacional FOPEP. 
 
El Ministerio de Salud y Protección Social no asumió acreencia alguna por concepto de cuotas partes 
pensionales causadas en la vigencia de la extinta CAJANAL EICE en liquidación, ni tampoco asumió el 
pago de las obligaciones por concepto de cuotas partes pensionales de la liquidada con posterioridad a su 
existencia, puesto que de conformidad con el Decreto 1222 de 2013, el competente para realizar el pago 
de las mismas es el FOPEP.  
 
En este sentido, el Ministerio del Trabajo indicó que de conformidad con el Decreto 1222 de 2013 no pueden 
pagarse a través del FOPEP cuotas partes pensionales no reconocidas por CAJANAL EICE en liquidación 
en la Resolución 2266 de 2012. 
 
En términos de cuotas partes pensionales de la extinta CAJANAL EICE, este Ministerio no es sucesor 
procesal de los cobros por concepto de cuotas partes pensionales causadas con anterioridad al 12 de junio 
de 2013. Respecto de las cuotas partes pensionales causadas con posterioridad a esa fecha, es el FOPEP 
en encargado de efectuar el pago de las mismas siempre y cuando se cumpla con los lineamientos 
establecidos en el instructivo de pago establecido por el Ministerio de Trabajo, en el que se establece como 
condición, incluir la información del pensionado cobrado en el aplicativo PASIVOCOL del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público. 
 
DE LA NATURALEZA JURIDICA Y FUNCIONES MISIONALES DEL MINISTERIO DE SALUD Y 
PROTECCION SOCIAL 
 
Por otra parte y para el caso que nos ocupa, la Ley 1444 de 2011 autorizó la escisión de algunos Ministerios, 
entre ellos, escindió las funciones del entonces Ministerio de la Protección Social, conforme a lo consagrado 
en el artículo 6:  
 
“…Escíndase del Ministerio de la Protección Social los objetivos y funciones asignados por las normas 
vigentes al Despacho del Viceministro de Salud y Bienestar, y los temas relacionados al mismo, así como 
las funciones asignadas al Viceministerio Técnico”, por lo tanto, se reorganizó dicha Cartera de acuerdo 
con lo determinado en el artículo 7 ibídem, así: “Reorganícese el Ministerio de la Protección Social, el cual 
se denominará Ministerio del Trabajo y continuará cumpliendo los objetivos y funciones señalados por las 
normas vigentes, salvo en lo concerniente a la escisión de que trata el artículo 6° de la presente ley. Esta 
entidad será responsable del fomento y de las estrategias para la creación permanente de empleo estable 
y con las garantías prestacionales, salariales y de jornada laboral aceptada y suscrita en la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT)”. 
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Con fundamento en esta reorganización, el hoy Ministerio del Trabajo continuó efectuando las labores que 
tenía a cargo el entonces Ministerio de la Protección Social y se identifica con el NIT. 830.115.226-3 
perteneciente al reorganizado Ministerio de la Protección Social. Por otra parte, la misma Ley en su artículo 
9º, también dio paso a la creación de un nuevo Ministerio denominado Ministerio de Salud y Protección 
Social para cumplir con las funciones escindidas según el artículo 6°, frente a los objetivos y funciones 
asignados por las normas vigentes al Despacho del entonces Viceministerio de Salud y Bienestar, y los 
temas relacionados al mismo, lo cual se resume en dirigir el sistema de salud y protección social en salud, 
a través de políticas de promoción de la salud, la prevención, el tratamiento y la rehabilitación de la 
enfermedad y el aseguramiento, así como la coordinación intersectorial para el desarrollo de políticas sobre 
los determinantes en salud; bajo los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, equidad, 
sostenibilidad y calidad, con el fin de contribuir al mejoramiento de la salud de los habitantes de Colombia. 
Es de anotar que el Ministerio de Salud y Protección Social se identifica con el NIT. 900.474.727-4. 
 
De igual forma, el literal b) del artículo 18º de la Ley 1444 de 2011, confirió facultades extraordinarias al 
Gobierno Nacional, para fijar los objetivos y estructura a los Ministerios creados por dicha ley, al igual que 
para integrar los sectores administrativos, y en desarrollo de esta potestad se expidió el Decreto Ley 4107 
de 2011 “por el cual se determinan los objetivos y la estructura del Ministerio de Salud y Protección Social 
y se integra el Sector Administrativo de Salud y Protección Social”, el cual en su artículo 4, vinculó a 
CAJANAL EICE en liquidación al Ministerio de Salud y Protección Social. No obstante, lo establecido en el 
Decreto Ley 4107 de 2011, de acuerdo con los fines misionales y las responsabilidades de este Ente 
Ministerial, se debe manifestar que los mismos no corresponden a actividades similares u homólogas a las 
de la extinta CAJANAL y, por lo tanto, no es ni puede ser su sucesor como administrador del régimen de 
prima media con prestación definida. 
 
El Decreto 4107 del 02 de noviembre de 2011, determina los objetivos y la estructura del Ministerio de 
Salud y Protección Social e integra el Sector Administrativo de Salud y Protección Social. En su artículo 
primero establece los objetivos y en su artículo segundo, establece unas funciones adicionales a las que 
la Constitución Política y el artículo 59 de la Ley 489 de 1998 le otorgan, dentro de las cuales se encuentran 
entre otras: 
 
"1. Formular la política, dirigir, orientar, adoptar y evaluar los planes, programas y proyectos del Sector 
Administrativo de Salud y Protección Social. 
2. Formular la política, dirigir, orientar, adoptar y evaluar los planes, programas y proyectos en materia de 
Salud y Protección Social. 
3. Formular la política, dirigir, orientar, adoptar y evaluar la ejecución, planes, programas y proyectos del 
Gobierno Nacional en materia de salud, salud pública, riesgos profesionales, y de control de los riesgos 
provenientes de enfermedades comunes, ambientales, sanitarias y psicosociales, que afecten a las 
personas, grupos, familias o comunidades. 
4. Formular, adoptar, coordinar la ejecución y evaluar estrategias de promoción de la salud y la calidad de 
vida, y de prevención y control de enfermedades transmisibles y de las enfermedades crónicas no 
transmisibles. 
5. Dirigir y orientar el sistema de vigilancia en salud pública. 
6. Formular, adoptar y coordinar las acciones del Gobierno Nacional en materia de salud en situaciones de 
emergencia o desastres naturales. 
7. Promover e impartir directrices encaminadas a fortalecer la investigación, indagación, consecución, 
difusión y aplicación de los avances nacionales e internacionales, en temas tales como cuidado, promoción, 
protección, desarrollo de la salud y la calidad de vida y prevención de las enfermedades."... 
 
En ninguna de las funciones otorgadas a este ente Ministerial se encuentra una que establezca que debe 
responder por hechos ocasionados por entidades vinculadas liquidadas del Ministerio, en consecuencia, 
no es posible jurídicamente que un organismo de orden Nacional, como es el MINISTERIO DE SALUD Y 
PROTECCION SOCIAL, tome determinaciones de carácter administrativo asignadas a las entidades 
descentralizadas. Igualmente, es preciso resaltar que el Decreto 1222 de 2013 en ningún momento 
transfiere las obligaciones, activos o pasivos de CAJANAL EICE al Ministerio de Salud y Protección Social.  
Por su parte, de acuerdo con lo establecido en el Decreto 3056 del 27 de diciembre de 2013, al Ministerio 
de Salud y Protección, le compete: 
 
“Artículo 8°. Reconocimiento contable cuotas partes pasivas y activas. La gestión y revelación de las 
cuentas por pagar o por cobrar originadas por las cuotas partes pensionales pasivas o activas, reconocidas 
con anterioridad a la fecha de traslado de cada una de las entidades a la Unidad de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP), estarán a cargo del Ministerio del ramo al que 
estuviera adscrita o vinculada la entidad empleadora o administradora o por la entidad que las venía 
asumiendo, según sea el caso o según lo determine el Gobierno Nacional; las que se generen con 
posterioridad a la fecha de traslado de la función de reconocimiento, se gestionarán y se revelarán en la 
información financiera de la UGPP, teniendo en cuenta las disposiciones especiales que para el efecto 
emita la Contaduría General de la Nación.” (Sic a lo transcrito) 
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De acuerdo con lo anterior, una vez recibidas las cuentas de cobro por parte de este Ministerio, se procede 
a su validación formal, y si es procedente se informa a la Subdirección Financiera de esta cartera, para que 
procedan contablemente frente al hecho económico como en derecho corresponda, dando aplicación a los 
Decretos 2649 de 1993 y 2270 de 2019, “cuando se aportan documentos de cobro que cumplen con los 
requisitos de ley procede a registrar el hecho económico acaecido con la presentación de las facturas.” 
 
Sin embargo, más allá de la función de determinación contable que designa la ley, es preciso precisarle al 
Señor Juez que el Ministerio de Salud y Protección Social no tiene la vocación y/o facultad de pago por 
concepto de cuotas partes pensionales. En relación con la gestión de pago se indica: 
 
La misión del Ministerio de Salud y Protección Social es: “Dirigir el sistema de salud y protección social en 
salud, a través de políticas de promoción de la salud, la prevención, el tratamiento y la rehabilitación de la 
enfermedad y el aseguramiento, así como la coordinación intersectorial para el desarrollo de políticas sobre 
los determinantes en salud; bajo los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, equidad, 
sostenibilidad y calidad, con el fin de contribuir al mejoramiento de la salud de los habitantes de Colombia.” 
 
Y de conformidad con el artículo 1 del Decreto 4107 de 2011: 
 
“El Ministerio de Salud y Protección Social tendrá como objetivos, dentro del marco de sus competencias, 
formular, adoptar, dirigir, coordinar, ejecutar y evaluar la política pública en materia de salud, salud pública, 
y promoción social en salud, y participar en la formulación de las políticas en materia de pensiones, 
beneficios económicos periódicos y riesgos profesionales, lo cual se desarrollará a través de la 
institucionalidad que comprende el sector administrativo. 
 
El Ministerio de Salud y Protección Social dirigirá, orientará, coordinará y evaluará el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y el Sistema General de Riesgos Profesionales, en lo de su competencia, 
adicionalmente formulará, establecerá y definirá los lineamientos relacionados con los sistemas de 
información de la Protección Social.” 
 
Por su parte, la Constitución Política de Colombia, consagra la atención en salud como un servicio público 
que el Estado debe garantizar conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, por lo 
tanto, le corresponde la organización, dirección y reglamentación, estableciendo las políticas para la 
prestación de los servicios de salud, las competencias de la Nación, las Entidades Territoriales y los 
particulares, así como ejercer su vigilancia y control La Ley 100 de 1993, crea el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud –SGSSS- y señala que éste sistema debe ordenar las instituciones y los 
recursos necesarios para alcanzar los objetivos, unificar la normatividad y la planeación de la seguridad 
social. 
 
El Ministerio de Salud como órgano rector del SGSSS, dirige, orienta, coordina y evalúa y adicionalmente, 
establece y define los lineamientos relacionados con el sistema de información de la protección social. En 
este sentido debe formular, entre otros componentes fundamentales, las políticas, planes, programas y 
proyectos en materia financiamiento y de sistemas de información. 
 
De acuerdo con lo anterior, se establece que los recursos cuya administración está a cargo del Ministerio 
de Salud y Protección Social guardan relación directa con el interés público y social, ya que son la fuente 
de financiación de las políticas públicas en salud y demás instituciones del SGSSS, y cualquier destinación 
diferente a los fines propios de la naturaleza de este Ministerio trae como consecuencia una contravención 
al intereses público y social en materia de salud, por la sensibilidad de los recursos, que son escasos y de 
destinación especial. 
 
En ese orden de ideas, el pago de cuotas partes pensionales a cargo de entidades públicas liquidadas, 
aun si legalmente estuvieron adscritas o vinculadas al Ministerio de Salud y Protección Social, no es un 
rubro que esté establecido por la ley a cargo de este ente ministerial, y por tal motivo las obligaciones por 
ese concepto no deben ser asumidas en contra del presupuesto determinado para las políticas públicas de 
Salud. 
 
CASO PARTICULAR DE LAS CUOTAS PARTES PENSIONALES DE LA EXTINTA CAJANAL EICE 
 
De conformidad con lo reglado en el artículo 161 del Decreto Ley 254 de 20001, al cierre de la liquidación 
de la extinta CAJANAL EICE era necesario establecer la entidad a la cual le correspondería continuar con 
el cobro y pago de las cuotas partes pensionales a cargo de CAJANAL EICE en Liquidación.  
 
En cumplimiento de lo anterior, el Decreto 1222 de 2013, en el que se fijaron las competencias de 
administración de cuotas partes pensionales en los siguientes términos: 

                                            
1 ARTÍCULO 16.-Cuotas partes pensionales. En el decreto en el que se ordene la liquidación de un órgano que tenga pasivos 
pensionales, se indicará si es del caso, la entidad a la cual le corresponda adelantar el cobro y el pago de las cuotas partes 
pensionales. En la medida en que la emisión de bonos pensiónales le haya sido trasladada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
éste deberá realizar el cobro y pago de cuotas partes de bonos pensiónales correspondientes al órgano que se haya ordenado suprimir 
y liquidar. 
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“Artículo 1.- Cuotas Partes por cobrar y por pagar a cargo de Cajanal EICE en Liquidación. En 
ejercicio de las facultades contenidas en el artículo 35 del Decreto Ley 254 de 2000, modificado por el 
artículo 19 de la Ley 1105 de 2006, la Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL EICE EN LIQUIDACIÓN 
constituirá un Patrimonio Autónomo para la administración de las cuotas partes pensionales que hayan 
quedado a su cargo o que hayan sido reconocidas a favor de dicha entidad, derivadas de solicitudes 
radicadas con anterioridad al 8 de noviembre de 2011, de acuerdo con el término señalado en el numeral 
10 del artículo 10 del Decreto 4269 de 2011; para lo anterior, se entregará al Patrimonio Autónomo la 
información y documentación requerida y al Ministerio de Salud y Protección Social, copia de dicha 
información. 
 
El pago de las cuotas partes pensionales a cargo de la Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL EICE 
EN LIQUIDACIÓN, se efectuará a través del Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional - FOPEP, en 
consideración a que el liquidador, mediante Resoluciones Nos. 2266 del 14 de diciembre de 2012 y No. 
2503 del 7 de febrero de 2013, las excluyó de la masa de liquidación. 
 
Los recursos que se recauden con ocasión del cobro de las cuotas partes por cobrar reconocidas a favor 
de la Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL EICE EN LIQUIDACIÓN, serán giradas por el Patrimonio 
Autónomo al Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional - FOPEP. 
 
El Patrimonio Autónomo administrará los procesos judiciales en los que haya intervenido o actuado la Caja 
Nacional de Previsión Social CAJANAL EICE EN LIQUIDACIÓN en calidad de demandado o demandante, 
originados en obligaciones de cuotas partes pensionales. 
 
Al cierre del proceso liquidatorio de la Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL EICE EN 
LIQUIDACIÓN, la facultad para continuar con los procesos de jurisdicción coactiva por concepto de 
cuotas partes pensionales por cobrar que venían siendo adelantados por dicha entidad, recaerá en 
el Ministerio de Salud y Protección Social, quien asumirá la posición de Fideicomitente dentro del 
Patrimonio Autónomo de que trata este artículo.  
 
Artículo 2.- Cuotas Partes por cobrar y por pagar a Cargo de la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión Pensional y Contribuciones Para fiscales UGPP-. De conformidad con el término previsto en 
el numeral 1° del artículo 1° del Decreto 4269 de 2011, la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
Pensional y Contribuciones Parafiscales -UGPP-, continuará realizando el reconocimiento y trámite de las 
cuotas partes pensionales por cobrar y por pagar derivadas de solicitudes radicadas en dicha entidad a 
partir del 8 de noviembre de 2011. 
 
El pago de las cuotas partes pensionales por pagar a cargo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
Pensional y Contribuciones Parafiscales -UGPP, se efectuará a través del Fondo de Pensiones Públicas 
del Nivel Nacional FOPEP. 
 
El recaudo del cobro de las cuotas partes por cobrar a favor de la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
Pensional y Contribuciones Parafiscales - UGPP, se trasladará al Fondo de Pensiones Públicas del Nivel 
Nacional - FOPEP.” (Subrayas y negrillas fuera del texto original). 
 
De acuerdo con el texto del Decreto 1222 de 2013 indicado anteriormente, la competencia asignada al 
Ministerio de Salud y Protección Social, derivada de la calidad de fideicomitente asignada, señala 
exclusivamente a una posición activa frente a los procesos de jurisdicción coactiva que al momento de 
culminación del proceso liquidatorio de la extinta CAJANAL EICE hubiere adelantado la entidad respecto 
de las solicitudes radicadas con anterioridad al 8 de noviembre de 2011, fecha de expedición del Decreto 
4269 de 2011 y fecha del traslado efectivo de la competencia de los procesos misionales de carácter 
pensional y demás actividades afines (reconocimiento de derechos pensionales y prestaciones 
económicas) a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales – 
UGPP. 
 
En este punto es importante resaltar que, si bien el Ministerio de Salud y Protección Social tiene a su cargo 
la competencia de gestionar el cobro por procesos de jurisdicción coactiva de las cuotas partes pensionales 
de la extinta CAJANAL EICE, los recursos recaudados no forman parte del presupuesto del Ministerio de 
Salud, sino que se incorporan al presupuesto general de la Nación, en consistencia con las cuentas 
mediante las que se realiza el recaudo de los pagos que las entidades cuotapartistas realizan o donde se 
depositan los títulos judiciales constituidos. 
 
Es decir que, así como los dineros recaudados por concepto de cuotas partes pensionales que gestiona el 
Ministerio de Salud y Protección Social, no se incorporan a su presupuesto, de ninguna manera es 
admisible que del presupuesto de esta cartera ministerial se destinen recursos para asumir obligaciones 
para satisfacer procesos coactivos por cuotas partes nacidos en la concurrencia de la extinta CAJANAL 
EICE. 
 



  

 

Carrera 13 No. 32-76 Código Postal 110311 Bogotá D.C 
PBX: (57-1) 3305000 - Línea gratuita: 018000-910097 Fax: (57-1) 3305050 

www.minsalud.gov.co 

Con base en el mismo Decreto 1222 de 2013, se establece que para las solicitudes o reclamaciones por 
cuotas partes que se radicaran a partir del 8 de noviembre de 2011, ya sea que se presentaran a la extinta 
CAJANAL EICE EN LIQUIDACIÓN o a la UGPP, será el Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional-
FOPEP quien asume la doble condición de obligado al pago y de beneficiario del cobro de cuotas partes 
pensionales, derivadas del reconocimiento de las solicitudes presentadas. 
 
Es importante hacer claridad, que CAJANAL EICE en liquidación, a través de sus actos administrativos 
mediante los cuales calificó las reclamaciones por concepto de cuotas partes pensionales, resolvió los 
recursos presentados y declaró la compensación de cuotas partes indicó que el FOPEP sería el depositario 
de la obligación y gestión de pago por las obligaciones de esta índole, así: 
 
Artículo Tercero de la resolución 2266 del 14 de diciembre de 2012: “El pago de los créditos 
reconocidos a través del presente acto administrativo estará a cargo del FOPEP, y no con cargo a los 
activos que conforman la masa de la liquidación, ello sin perjuicio de que posteriormente, el liquidador 
ordene la compensación de las sumas adeudadas a la entidad en liquidación, de conformidad con lo 
expuesto en la parte motiva del presente acto administrativo”. 
 
Artículo Segundo de la resolución 3380 del 28 de marzo de 2013: “El pago de los créditos reconocidos 
a través del presente acto administrativo estará a cargo de FOPEP, y no con cargo a los activos que 
conforman la masa de la liquidación, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presenta acto 
administrativo.” 
 
Se puede establecer entonces, que desde el proceso liquidatorio de la extinta CAJANAL EICE, la gestión 
de pago de las obligaciones por cuotas partes pasivas está en cabeza de la nación a través del FOPEP, 
no puede ahora endilgársele esta carga al Ministerio de Salud y Protección Social que solo funge como un 
administrador y de los procesos de jurisdicción coactiva por activa tal y como se determinó en el Decreto 
1222 de 2013. 
 
Considerando que el tema de cuotas partes pensionales, obedece a una actividad del orden pensional que 
se considera una actividad misional de la extinta CAJANAL EICE, es importante destacar que el Honorable 
Consejo de Estado ha abordado el tema en diferentes pronunciamientos indicando la necesidad de precisar 
cuál es la entidad responsable de las solicitudes presentadas hasta el 8 de noviembre de 2011, fecha hasta 
la cual, de conformidad con lo previsto en el Decreto 4269 de 2011, dado que el proceso de liquidación de 
CAJANAL ya concluyó, y la entidad liquidada debería encargarse de las peticiones relacionadas con el 
reconocimientos de derechos pensionales y prestaciones económicas. 
 
Esta cuestión fue examinada en la decisión del 8 de junio de 2016, oportunidad en la que la Sala de 
Consulta y Servicio Civil manifestó que, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 22 del Decreto 2196 de 
2009, la UGPP es la entidad llamada a encargarse de las obligaciones de carácter misional, siempre que 
estas se encontraran en trámite al momento del cierre de la liquidación: 
 
“En cuanto a las competencias asignadas a la UGPPI el artículo 1 0 del Decreto 4269 del 8 de noviembre 
de 2011, por el cual “se distribuyeron unas competencias en materia de reconocimiento de derechos 
pensionales”, indicó que la UGPP sería la competente para resolver todas las solicitudes relacionadas con 
el reconocimiento de derechos pensionales y prestaciones económicas, radicadas a partir del 8 de 
noviembre de 2011, en tanto que las radicadas antes de esa fecha serían resueltas por CAJANAL EECE, 
en Liquidación. 
 
En cuanto a lo relacionado con la actividad judicial, la Sala ha señalado que el sucesor procesal de la 
extinta CAJANAL, para todos los efectos, es la UGPP, quien está llamada a asumir la responsabilidad por 
las condenas que se profieran en los procesos judiciales que fueron adelantados contra la desaparecida 
entidad.” 
 
Se trae a colación que a través del Decreto 0877 de 30 de abril de 2013, se prorrogó el plazo dispuesto 
para la liquidación de la Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL EICE en liquidación, establecido en 
el artículo primero, del Decreto 2196 de 2009, hasta el 11 de junio de 2013. 
 
Así, la UGPP debe asumir íntegramente las competencias misionales que antes eran de la extinta 
CAJANAL EICE y la remplaza procesalmente con el fin de garantizar la defensa judicial, técnica y 
material en los procesos y reclamaciones que estaban en trámite al cierre de la liquidación de la 
Caja. 
 
De lo anterior se sigue que el Decreto 4269 de 2011 únicamente produjo un cambio en la regla de 
distribución de competencias relativas a la solución de las reclamaciones de carácter administrativo. Los 
procesos de carácter judicial siguieron sometidos a la regla establecida en el Decreto 2040 de 2011.  
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De ahí que la UGPP sea, en la actualidad, el ente encargado de asumir la representación de CAJANAL 
EICE en los procesos judiciales.2 
 
Se entiende entonces, que el alcance del encargo funcional que hizo el decreto a la UGPP, en cuanto el 
precedente que, sobre este tema, fijó la Sección Cuarta de esta Corporación, en la Sentencia del 2 de 
marzo de 2017 (radicación No.1 1001-03-15- 000-2016-0259801 AC), la Sección manifestó que la UGPP 
no solo debe realizar la representación judicial del Estado, sino que, adicionalmente, se encuentra llamada 
a dar cumplimiento a las condenas que se impongan en estos procesos. Solo así se entiende que el 
parágrafo cuarto del artículo 22 del decreto en cuestión haya dispuesto que la Nación—Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público deben transferir a la UGPP y al extinto Ministerio de la Protección Social los 
«recursos necesarios para cumplir a cabalidad la función prevista en el inciso segundo del presente 
artículo».  
 
Sobre esta cuestión, la providencia manifestó lo siguiente: 
 
“Con fundamento en las razones expuestas hasta este punto, se concluye que, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 22 del Decreto 2196 de 2009, la UGPP es la entidad llamada a encargarse de las obligaciones 
de carácter misional en cabeza de Cajanal EICE, que estuvieran en trámite al cierre de la liquidación de la 
entidad.” 
 
Obviamente, la distribución de funciones entre CAJANAL y la UGPP se encontraba prevista en el artículo 
primero del Decreto 4269 de 2011 no tiene más efectos a partir del cierre de la liquidación de CAJANAL. 
En atención a que el Decreto que ordenó la realización del trámite liquidatorio dispuso que las obligaciones 
de carácter misional serían asumidas por la UGPP, este criterio debe aplicarse en la actualidad para definir 
la suerte actúa de los procesos misionales iniciados antes del 8 de noviembre de 2011. 
 
Según lo dispuesto en el Decreto 2196 de 2009, texto normativo que establece los criterios generales que 
presiden este proceso liquidatorio en particular, la UGPP es la entidad responsable de asumir las 
obligaciones de carácter misional que se encontraran en trámite al momento del cierre de la liquidación de 
CAJANAL. Con base en lo anterior, se infiere que tal entidad se encuentra llamada a asumir lo relacionado 
con las cuotas partes de la entidad liquidada, pues, dichas cuotas partes constituyen una obligación de su 
naturaleza misional. 
 
Se colige lo anterior, con fundamento en lo previsto en el artículo 22 del Decreto 2196 de 2009; y en el 
propio objeto institucional que el Legislador, al aprobar la Ley 1151 de 2007, le asignó a la UGPP al disponer 
su creación. Las cuotas partes, en la medida en que tienen una incidencia incontrovertible en el 
reconocimiento de los derechos pensionales, constituyen una obligación típicamente misional, y tales 
deberes son, precisamente, los que la ley quiso encomendar a la UGPP. En cualquier caso, es preciso 
indicar que, en aplicación de lo dispuesto en los artículos 1 y 2 del Decreto 1222 de 2013, el pago de estas 
obligaciones debe hacerse con cargo a los recursos del FOPEP. 
 
Los anteriores criterios se sustentan en las consideraciones expuestas por la Sala de Consulta y Servicio 
Civil del Consejo de Estado, a través de concepto del radicado 11001-03-06-000-2019-00065-00(2417) del 
12 de noviembre de 2019, mediante el cual se pronunció sobre la competencia de pago de este Ministerio 
en relación con las cuotas partes de la extinta CAJANAL EICE. 
 
Finalmente, se informa al Señor Juez que se está en proceso de realización de mesas de trabajo con la 
UGPP para concertar el devenir de los cobros por cuotas partes pensionales de la extinta CAJANAL EICE 
radicados ante el Ministerio de Salud, y sobre los resultados de estas reuniones se dará parte a las 
entidades acreedoras y los Jueces de la República. 
 
Se concluye que el Ministerio de Salud y Protección no se asume como el sujeto pasivo de las obligaciones 
que por concepto de cuotas partes pensionales estuviesen a cargo de la extinta CAJANAL EICE. 
 
DEL CONCEPTO NO. 11001-03-06-000-2019-00065-00(2417) DEL 12 DE NOVIEMBRE DE 2019 DE LA 
SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL DEL CONSEJO DE ESTADO 
 
Referente a las argumentaciones esbozadas por la UGPP, en las cuales inmiscuye al Patrimonio Autónomo 
y en últimas a este Ministerio, y en lo que respecta a que la competencia de las cuotas partes pensionales 
a cargo de la extinta CAJANAL (en el caso del demandante) no recaen en la UGPP, sino en cabeza de 
esta cartera ministerial, es pertinente traer a colación el pronunciamiento del Honorable Consejo de Estado, 
a través del cual se esclarece qué entidad debe asumir las obligaciones de carácter misional y no misional 
que se encontraban a cargo de la extinta Caja Nacional de Previsión Social - CAJANAL E.I.C.E., con 
posterioridad a su disolución y liquidación.  

                                            
2 Esta misma conclusión fue planteada por la Sala de Consulta en la decisión del 10 de octubre de 2016: «Teniendo en cuenta Io 
anterior [el artículo 22 del Decreto 2040 de 201 se concluye que los procesos judiciales y demás reclamaciones que estuvieran en 
trámite al momento de la liquidación de CAJANAL EICE, debían ser asumidos por la UGPP, es decir, que tanto procesal como 
misionalmente, la Unidad reemplazó a la extinta CAJANAL con fin de garantizar el ejercicio y la continuidad de la defensa judicial, 
técnica y material en los procesos que estaban en trámite al cierre de la liquidación Caja». 
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En primer lugar y como ya se anotó líneas atrás, es pertinente aclarar que mediante la expedición del 
Decreto 2196 del 12 de junio de 2009 se ordenó la supresión y liquidación de la Caja Nacional de Previsión 
Social - CAJANAL E.I.C.E., el cual debería concluir a más tardar en un plazo de dos (2) años, prorrogados 
a su vez por el Decreto 2040 del 10 de junio de 2011, el Decreto 1229 del 12 de junio de 2012, el Decreto 
2776 de 28 de diciembre de 2012 y finalmente el Decreto 0877 del 30 de abril de 2013, que fijó el último 
plazo para la terminación del proceso hasta el 11 de junio de 2013, dando lugar a la Resolución 4911 de 
11 de junio de 2013, por medio de la cual se declaró terminado el proceso liquidatorio, el cual se materializó 
a partir de las cero horas del día 12 de junio de 2013.  
 
De conformidad con lo preceptuado por el Decreto 2196 de 2009, en el Decreto Ley 254 de 2000, 
modificado por la Ley 1105 de 2006 y demás normas aplicables, los días 13 y 24 de agosto de 2009 se 
procedió a emplazar al público en general, para que todas las personas que se consideran con derecho a 
presentar reclamaciones de cualquier índole por hechos ocurridos con anterioridad al 12 de junio de 2009 
en contra de CAJANAL E.I.C.E. en liquidación, se hicieran parte en el proceso liquidatorio, indicando que 
vencido el término establecido por el artículo 24 del Decreto 2211 de 2004 no se aceptarían más 
reclamaciones y no se tendría facultad para aceptar las mismas, en virtud del principio procesal de 
preclusión; procediendo en virtud de la calificación y graduación de acreencias se expidió la Resolución 
2266 del 14 de diciembre de 2012 reconociendo parcialmente derechos de recobro por concepto de cuotas 
partes pensionales. 
 
Igualmente, en concordancia con la creación de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP, se dispuso a través del artículo 1° del Decreto 
4269 del 08 de noviembre de 2011 que la extinta CAJANAL E.I.C.E. tendría competencia para gestionar 
las solicitudes respecto de temas misionales que se hubieren radicado antes del 8 de noviembre de 2011 
y a la UGPP, la competencia para tramitar solicitudes radicadas desde el 8 de noviembre de 2011 en 
adelante. 
 
Ahora bien, respecto de los interrogantes planteados por esta Cartera Ministerial, derivados de la confusión 
que se suscitó en el proceso liquidatorio de CAJANAL E.I.C.E. en relación a la competencia del 
reconocimiento y pago de las cuotas partes pensionales correspondientes a la mencionada entidad, si bien 
era claro que el Ministerio de Salud y Protección Social debería continuar con los procesos de jurisdicción 
coactiva por las solicitudes radicadas con anterioridad al 8 de noviembre de 2011, no se estableció de 
forma precisa en el Decreto 2196 de 2009 y el Decreto 1222 de 2013 que entidad se encargaría de subrogar 
a la fiduciaria encargada del patrimonio autónomo constituido al inicio de la liquidación y de qué forma se 
financiarán los pagos por cuotas partes pensionales a cargo de CAJANAL E.I.C.E. 
 
En consecuencia, para la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado es claro que las funciones 
y obligaciones en materia pensional y asuntos prestacionales debían ser asumidas por la UGPP por ser 
resorte del objeto misional de la extinta CAJANAL E.I.C.E., mientras que la representación judicial en los 
procesos y el pago de eventuales condenas derivadas de procesos de carácter no misional que estuviesen 
en trámite al momento de la liquidación de la entidad, debían ser realizadas por el Ministerio de Salud y 
Protección Social. 
 
A su vez, la norma dispuso que el origen de los recursos para el pago dichas condenas en el cumplimiento 
de la mencionada tarea, se transferirán por parte de la Nación con cargo al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, cuando se agoten los recursos de la liquidación de CAJANAL E.I.C.E. 
 
Así mismo, la Sala aclaró que esta Cartera Ministerial no es la llamada a asumir el cumplimiento de 
obligaciones de carácter no misional de los procesos objeto de acuerdo contenidos en el Contrato de fiducia 
mercantil No. 14, toda vez que en vigencia del mencionado contrato suscrito entre la extinta CAJANAL 
E.I.C.E. y Fiduagraria S.A., el mismo fue constituido con el objeto de ser fuente de pago de los créditos 
contingentes correspondientes a procesos judiciales, es decir encargarse del cumplimiento de este tipo 
obligaciones. 
 
De la misma manera, en lo que se refiere a la disposición de la que trata la Ley 489 de 1998 en su artículo 
52 parágrafo 1°, se establece que: 
 
“(…) “El acto que ordene la supresión, disolución y liquidación, dispondrá sobre la subrogación de 
obligaciones y derechos de los organismos o entidades suprimidas o disueltas, la titularidad y 
destinación de bienes o rentas, los ajustes presupuestales necesarios, el régimen aplicable a la 
liquidación y, de conformidad con las normas que rigen la materia, la situación de los servidores públicos.”  
(…)” (Negrillas y subrayas fuera del texto original)  
 
En el caso en particular, el problema jurídico de determinar con exactitud la entidad a quien se deben 
subrogar las obligaciones de la entidad que iniciará proceso de liquidación, fue omitida por las autoridades 
en la expedición del Decreto 2196 de 2009, desconocimiento que impide tener certeza de que entidad es 
la encargada de asumir las obligaciones no misionales de la extinta CAJANAL E.I.C.E., ya que no fue 
prevista esta situación en la redacción del mencionado decreto. 
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Respecto de las consideraciones anteriores, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado 
procedió a dar respuesta a las 7 preguntas planteadas por el Ministerio de Salud y Protección Social, la 
cual centró su análisis en las obligaciones que son de carácter misional y no misional como principal 
argumento para determinar la entidad responsable de procesos y reclamaciones atribuibles a la extinta 
CAJANAL E.I.C.E.  
 
En lo que respecta a las preguntas formuladas con relación al pago de cuotas partes pensionales a cargo 
de la extinta CAJANAL E.I.C.E., la Sala precisó en primer lugar que frente a los asuntos de carácter misional 
radicados antes del 8 de noviembre de 2011, la UGPP será la encargada de asumir la representación 
judicial de estos procesos, asumir los procesos de cobro y ordenar los pagos de cuotas partes pensionales 
con cargo al Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional – FOPEP, toda vez que de la lectura del 
Decreto 1222 de 2013, en ningún momento se subroga al Ministerio de Salud y Protección Social como 
responsable de dichas obligaciones.  
 
De la misma manera, la Sala indicó que esta Cartera Ministerial seguiría adelantando los procesos de 
jurisdicción coactiva iniciados por la extinta CAJANAL E.I.C.E. antes del 8 de noviembre de 2011, con el 
fin de lograr el cobro de cuotas partes pensionales y teniendo en cuenta la supresión de las cuotas partes 
pensionales según lo dispuesto por la Ley 1753 de 2015. 
 
Como es claro, la misión y los objetivos del Ministerio de Salud y Protección Social, están relacionados con 
el desarrollo de las políticas públicas de salud, y no cuenta con partida presupuestal asignada para asumir 
el pago de las obligaciones que por cuotas partes pensionales se le asignan por concepto de las entidades 
liquidadas adscritas a este, ni tampoco tiene los canales de gestión de los recursos para que el Ministerio 
de Hacienda o el FOPEP los direccione. 
 
De tal modo que, este Ministerio con el propósito de ilustrar al Señor Juez respecto al asunto de la 
competencia y responsabilidad del pago de las cuotas partes pensionales causadas a cargo de la extinta 
CAJANAL EICE, se pone en conocimiento el concepto No. 11001-03-06-000-2019-00065-00(2417) del 12 
de noviembre de 2019 de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, documento que se 
aporta como prueba documental a la presente contestación, y que a modo de conclusión señala, que en 
consideración al carácter misional de las cuotas partes pensionales determinadas y que son objeto de 
cobro vía administrativa y no por proceso judicial, se determina como responsable a la UGPP, indiferente 
de las circunstancias temporales. 
 

3) PROPOSICIÓN DE EXCEPCIONES 
 
En este orden de ideas, solicitamos al Señor Juez que en Sentencia declare probadas las siguientes 
excepciones: 
 
3.1) PREVIAS 
 
3.1.1) FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 
 
El Ministerio de Salud y Protección Social no tiene la facultad de definir o resolver sobre el reconocimiento 
y pago de prestaciones, en el caso particular cuotas partes pensionales, toda vez que: 
 
(i) Como se desprende de la contestación a los hechos, resulta necesario precisar que las circunstancias 
de modo, tiempo y lugar de los sucesos expuestos por el demandante, no se vio involucrada la participación 
de la entidad que represento. Las actuaciones administrativas en el trámite pensional reseñadas dan cuenta 
de la participación de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES; la 
DIRECCIÓN TERRITORIAL DE SALUD DE CALDAS; el DEPARTAMENTO DE CALDAS; y la ESE 
HOSPITAL SAN FELIX DE LA DORADA – CALDAS. 
 
(ii) Si bien la demanda, no argumenta de fondo – fáctica o jurídicamente – la razón por la cual el Ministerio 
de Salud y Protección Social participó directa o indirectamente en el trámite pensional de la señora MARIA 
GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO, de la lectura del acápite “IV. SOBRE EL SUB EXAMINE - 
RESPONSABILIDAD SOBRE EL PERÍODO DEL 06 DE JULIO DE 1981 HASTA EL 09 DE AGOSTO DE 
1988” de la demanda se encuentra, que se nombra al Ministerio de Salud en los siguientes términos: “Es 
menester iniciar aduciendo que es procedente retomar el análisis de la actuación administrativa adelantada 
por COLPENSIONES en el estado que se dejó, a saber cuándo esta entidad endilgó cuotas partes 
pensionales a la Dirección territorial de Salud de Caldas a través de la resolución 0045 DEL 07 DE ENERO 
DE 2009, sin tener en cuenta que la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ OSORIO, NO FIGURA 
DENTRO DEL LISTADO DE BENEFICIARIOS DEL EXTINTO FONDO DEL PASIVO PRESTACIONAL 
DEL SECTOR SALUD CONTENIDO EN LA RESOLUCIÓN NO.02937 DEL 20 DE NOVIEMBRE DEL 2000 
EMANADA POR EL MINISTERIO DE SALUD, motivo por el cual su pasivo no quedó financiado dentro el 
CONVENIO DE CONCURRENCIA 083 DE 2001 (PATRIMONIO AUTÓNOMO)”. 
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En cuanto a esta referencia que se hace en la demanda, cabe precisar que si bien, el entonces Ministerio 
de Salud en calidad de administrador del Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud celebró y 
suscribió el Contrato Interadministrativo de Concurrencia No. 083 de 2001 con el Municipio de Manizales y 
el Departamento de Caldas, de conformidad con lo previsto en la Ley 715 de 2001, el Fondo del Pasivo 
Prestacional del Sector Salud que administraba el entonces Ministerio de Salud fue SUPRIMIDO y en el 
artículo 61 determinó que para el pago de las cesantías y pensiones de las personas beneficiarias de dicho 
fondo y, de acuerdo con los convenios de concurrencia correspondientes, es la Nación a través del 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, - entidad demandada - la encargada del giro de los 
recursos “a las entidades administradoras de pensiones o cesantías a las cuales se encuentren afiliados 
los servidores públicos”. 
 
El MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO debe asumir íntegramente las competencias, que 
antes eran del Ministerio de Salud en calidad de administrador del Fondo del Pasivo Prestacional del 
Sector Salud, y la remplaza con el fin de garantizar la defensa judicial, técnica y material en los procesos y 
reclamaciones de los Contratos de Concurrencia en que participó en su celebración y suscripción el 
entonces Ministerio de Salud. 
 
(iii) Respecto al motivo de la vinculación de mi representada al presente proceso por parte de la UGPP, se 
tiene que el Ministerio de Salud y Protección Social no asumió competencia legal ni acreencia alguna por 
concepto de cuotas partes pensionales causadas en la vigencia de la extinta CAJANAL EICE en liquidación, 
ni tampoco asumió el pago de las obligaciones por concepto de cuotas partes pensionales de la liquidada 
con posterioridad a su existencia.  
 
La UGPP debe asumir íntegramente las competencias misionales que antes eran de la extinta CAJANAL 
EICE y la remplaza procesalmente con el fin de garantizar la defensa judicial, técnica y material en los 
procesos y reclamaciones que estaban en trámite al cierre de la liquidación de la Caja. 
 
3.2) DE MÉRITO 
 
3.2.1) INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO 
 
El Ministerio de Salud y Protección Social no adeuda a la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ 
OSORIO ni a las demás entidades demandadas y vinculadas, suma alguna por ningún concepto, y por tal 
motivo las obligaciones reclamadas no deben ser asumidas en contra del presupuesto determinado para 
las políticas públicas de Salud. 
 
Respecto a la situación particular de la señora MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ PATIÑO frente al 
Contrato Interadministrativo de Concurrencia No. 083 de 2001 en que el entonces Ministerio de Salud tuvo 
participación en su celebración y suscripción, se precisa al Despacho que esta NO quedó inscrito en calidad 
de beneficiario – tal como lo afirma la parte demandante en la mención de la demanda señalada -, razón 
por la cual corresponde a la ESE HOSPITAL SAN FELIX DE LA DORADA – CALDAS el reconocimiento 
de la cuota parte por los tiempos laborados por el señor RODRIGUEZ PATIÑO en dicha entidad, pues ni 
la Nación – a través del MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO ni mucho menos el 
MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL – está obligada a asumir pasivos por fuera del contrato 
de concurrencia suscrito, teniendo en cuenta que su órbita obligacional se encuentra sujeta al contrato 
celebrado y los términos y condiciones en el pactados. 
 
Si bien es cierto que por disposición legal las instituciones de salud no están llamadas a concurrir en el 
pago del pasivo pensional de sus trabajadores, no lo es menos, que la misma Ley 100 de 1993 contempló 
la responsabilidad financiera en el pago del pasivo pensional, ante la ausencia de registro de personal del 
sector salud en dicho acuerdo, que por disposición del artículo 242 de la Ley 100 de 1993, será la 
institución de salud correspondiente la que deba asumir la carga prestacional. 
 
3.2.2) INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN 
 
El pago de cuotas partes pensionales a cargo de entidades públicas, aun si legalmente estuvieron adscritas 
o vinculadas al Ministerio de Salud y Protección Social, no es un rubro que esté establecido por la ley a 
cargo de este ente ministerial, y por tal motivo las obligaciones por ese concepto no deben ser asumidas 
en contra del presupuesto determinado para las políticas públicas de Salud. 
 
3.2.3) EL MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL NO ACTUA COMO ADMINISTRADORA 
DE PENSIONES  
  
Frente al reconocimiento de derechos prestacionales, se recuerda que el Ministerio de Salud y Protección 
Social no es un actor del sistema de seguridad social por consiguiente no tiene a su cargo ni la gestión de 
derechos pensionales, ni la gestión de nómina, ni mucho menos actividades asociadas a pagos de 
mesadas u otros derechos pensionales. Corresponde al Ministerio de Salud y Protección Social establecer 
las políticas y directrices para la recta prestación del servicio de salud en todo el territorio nacional.  
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No hay pues competencias correspondientes a efectuar reconocimientos y/o pagos de derechos 
pensionales como lo es que se reclama por medio del presente proceso ordinario laboral.  
  
Lo anterior entre otras razones, porque en el esquema pensional del sistema de seguridad social, 
implementado por la Ley 100, el Ministerio de Salud y Protección Social, se reitera, no funge como 
administradora de pensiones. 
 
3.2.4) PRESCRIPCIÓN 
 
De encontrarse prescritas las cuotas partes pensionales objeto de la presente controversia, solicito se 
decrete la prescripción respecto a las mismas al tenor legal. 
 
3.2.5) BUENA FE  
 
La Nación- Ministerio de Salud y Protección Social, ha actuado de buena fe y no ha desconocido la 
legislación vigente; como institución de carácter público tiene la obligación de someterse al imperio de la 
ley, por ello cumplió con el mandato constitucional y legal que le compete, y en la creencia de que no se 
vulneró derecho alguno al actor. 
 
3.2.6) GENÉRICA 
 
De conformidad con el artículo 282 del C.G.P. que establece que: 
 
“En cualquier tipo de proceso, cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una excepción 
deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia”. 
 
Comedidamente solicito que declare cualquier medio extintivo de la obligación que resulte probado dentro 
del presente trámite. 
 

4) A LAS PRETENSIONES 
 

Con fundamento en la contestación de la demanda, por considerarla infundada y por no haber obligación 
alguna pendiente por lo menos en relación con la entidad que represento, por tal motivo en calidad de 
apoderado judicial de La Nación-Ministerio de Salud y Protección Social, manifiesto que me opongo a todas 
y cada una de las pretensiones y condenas solicitadas por el demandante en el libelo de la demanda, por 
carecer de fundamento fáctico, legal y jurídico, y por tanto respetuosamente solicito al Señor Juez no 
acceder a las pretensiones de la demanda en relación con mi defendida La Nación-Ministerio de Salud y 
Protección Social y declarar probadas las excepciones propuestas. 
 
De igual forma, frente A LAS COSTAS Y AGENCIAS EN DERECHO nos oponemos a dicha pretensión; 
que la parte vencida asuma las costas y agencias de la actuación.  
 

5) PRUEBAS 
 
5.1) DOCUMENTALES 
 
5.1.1. Téngase como pruebas las aportadas al proceso. 
 
5.1.2. Concepto No. 11001-03-06-000-2019-00065-00(2417) del 12 de noviembre de 2019 de la Sala de 
Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado. 
 
5.1.3. Auto del 04 de febrero de 2022 proferido por el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 
Administrativo - Sección Tercera Subsección A - Consejera Ponente: MARÍA ADRIANA MARÍN. 
Radicación: 68001-23-31-000-2011-00657-01 (55928). Actor: CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL 
EICE EN LIQUIDACIÓN. Demandado: MUNICIPIO DE BUCARAMANGA. 
 
5.2) DECLARACION RESPECTO DE LAS PRUEBAS QUE SOLICITA EL DEMANDANTE A CARGO 
DEL MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL 
 
Teniendo en cuenta que las pruebas documentales solicitadas por el accionante no están dirigidas a la 
entidad que apodero judicialmente, se entiende que no hay pruebas en poder del Ministerio de Salud y 
Protección Social, salvo las que se aportan. 
 

6) ANEXOS 
 
1) Poder legalmente conferido por la Directora Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social y anexos. 
 

7) NOTIFICACIONES 
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LA NACIÓN – MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL: En la Secretaría de su Despacho y/o 
en la Carrera 13 N° 32 – 76 – Código Postal 110311, Bogotá D.C. Correo electrónico para notificaciones 
judiciales: notificacionesjudiciales@minsalud.gov.co. 
 
EL SUSCRITO APODERADO JUDICIAL: En la Secretaría de su Despacho y/o en la Carrera 13 N° 32 – 
76 – Código Postal 110311, Bogotá D.C. Celular: 311-385-9500. Correo electrónico para notificaciones 
judiciales: jmarango.minsaludeje@gmail.com. 
 
APODERADO DE LA PARTE DEMANDANTE: Correo electrónico para notificaciones judiciales: 
notificacionesjudiciales@saluddecaldas.gov.co; candresmoralesvasquez@gmail.com. 
 
Del Señor Juez,  
 
 
 
 
 

JUAN MARTIN ARANGO MEDINA 
C.C. 1.053.801.712 de Manizales (Caldas) 

T.P. No. 232.594 del C.S. de la J. 



 

 

 



 



REPUBLICA DE COLOMBIA 

MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 

RESOLUCIÓN NÚMERO: C  j 1566  DE 2021 

( - 8 OCT 2021 
Por la cual se efectúa un nombramiento ordinario 

EL MINISTRO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 

En uso de sus atribuciones legales y especialmente las conferidas en el literal b) del 
Numeral 2 del Artículo 5 y el Artículo 23 de la Ley 909 de 2004, el Decreto 4107 de 

2011, y 

CONSIDERANDO: 

Que en la Planta de Personal del Ministerio de Salud y Protección Social existe el 
empleo de Director Técnico Código 0100 Grado 23, de libre nombramiento y 
remoción, ubicado en la Dirección Jurídica, el cual se encuentra en vacancia definitiva. 

Que según certificación del 8 de octubre de 2021 expedida por la Subdirectora de 
Gestión del Talento Humano, la doctora MELISSA TRIANA LUNA, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 52.706.216, cumple con los requisitos exigidos por el 
Manual Específico de Funciones, Requisitos y Competencias Laborales para 
desempeñar el empleo de Director Técnico Código 0100 Grado 23: 

Que dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 2.2.13.2.3 del Decreto 1083 
de 2015, la hoja de vida de la doctora MELISSA TRIANA LUNA fue publicada en las 
páginas web del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y de 
esta Entidad. 

Que por lo expuesto, 

RESUELVE: 

ARTÍCULO 1. Nombrar a la doctora MELISSA TRIANA LUNA, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 52.706.216, para que desempeñe el empleo de Director 
Técnico Código 0100 Grado 23, de Libre Nombramiento y Remoción, ubicado en la 
Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social. 

ARTÍCULO 2. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dada en Bogotá D.C. a los 

- 8 OCT 2021 

ERNANDO 
Mini tro de Salud y Protección Social 

Proyectó: MParraG. 

Revisó. MLHerteraM 















































































































 

 

 

  
CONSEJO DE ESTADO 

 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 
 SECCIÓN TERCERA  

 
 SUBSECCIÓN A  

 
Consejera ponente: MARÍA ADRIANA MARÍN  

 

 

Bogotá, D.C., cuatro (4) de febrero de dos mil veintidós (2022). 
 
Radicación:  68001-23-31-000-2011-00657-01 (55928) 
Actor: CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL EICE EN 

LIQUIDACIÓN 
Demandado: MUNICIPIO DE BUCARAMANGA 
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA – SOLICITUD DE 

ADICIÓN DE SENTENCIA 
 
 
Resuelve la Sala la solicitud de adición formulada por el Ministerio de Salud frente 

a la sentencia del 22 de octubre de 2021, proferida por esta Corporación. 

 

ANTECEDENTES 
 
Mediante sentencia del 22 de octubre de 2021, esta Subsección decidió el recurso 

de apelación interpuesto por CAJANAL contra el fallo de primera instancia que negó  

las pretensiones, dictado por el Tribunal Administrativo de Santander en el proceso 

de reparación directa que la extinta entidad promovió contra el municipio de 

Bucaramanga, por el supuesto cobro irregular de cuotas partes pensionales 

efectuado en un procedimiento de cobro coactivo que no cesó luego de que la 

accionante entrara en estado de liquidación. 

 

En la sentencia objeto de la solicitud de adición se reconoció como sucesor procesal 

de CAJANAL al Ministerio de Salud, se confirmó la decisión de la primera instancia 

y no se condenó en costas. 

 

La anterior providencia se notificó mediante edicto fijado los días 12 a 17 de 

noviembre de 20211. Luego, el 18 de noviembre siguiente, es decir, dentro del 

 
1 SAMAI, índice 31. 
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término de ejecutoria de la sentencia2, el Ministerio de Salud solicitó su adición, por 

considerar que la Sala debió tener como sucesor procesal de CAJANAL a la Unidad 

de Gestión Pensional y Parafiscales - UGPP y no a esa cartera ministerial. 

 

CONSIDERACIONES 
 

La Sala negará la solicitud de adición de la providencia proferida el 22 de octubre 

de 2021, por cuanto resulta improcedente, pero corregirá el yerro anunciado por el 

Ministerio de Salud, por las razones que pasan a exponerse.  

 

1. La sentencia complementaria. 
 
Dado que el Código Contencioso Administrativo3 no contempla la figura de la adición 

de la sentencia en los procesos de esta jurisdicción, al presente asunto resultan 

aplicables los artículos 309 y 311 del Código de Procedimiento Civil4, cuyo tenor: 

 
Artículo 309. Aclaración. La sentencia no es revocable ni reformable por el juez 
que la pronunció. Con todo, dentro del término de la ejecutoria, de oficio o a 
solicitud de parte, podrán aclararse en auto complementario los conceptos o 
frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén contenidas 
en la parte resolutiva de la sentencia o que influyan en ella. 
 
La aclaración de auto procederá de oficio dentro del término de su ejecutoria, 
o a petición de parte presentada dentro del mismo término. 
 
El auto que resuelva sobre la aclaración no tiene recursos. 
 
Artículo 311. Adición. Cuando la sentencia omita la resolución de cualquiera de 
los extremos de la litis, o de cualquier otro punto que de conformidad con la ley 
debía ser objeto de pronunciamiento, deberá adicionarse por medio de 
sentencia complementaria, dentro del término de ejecutoria, de oficio o a 
solicitud de parte presentada dentro del mismo término.  
 
El superior deberá complementar la sentencia del a quo cuando pronuncie la 
de segunda instancia, siempre que la parte perjudicada con la omisión haya 
apelado o adherido a la apelación; pero si dejó de resolver la demanda de 
reconvención o la de un proceso acumulado, le devolverá el expediente para 
que dicte sentencia complementaria.  
 
Los autos sólo podrán adicionarse de oficio dentro del término de ejecutoria, o 
a solicitud de parte presentada en el mismo término. 

 

De acuerdo con esta disposición, la adición o complementación de la sentencia es 

procedente cuando se profiere un fallo citra petita, es decir, cuando en la sentencia 

objeto de la solicitud se dejó de resolver o se omitió la decisión sobre alguno de los 

 
2 SAMAI, índice 33. 
3 Decreto 01 de 1984, aplicable al presente caso, en virtud de lo dispuesto por el artículo 266 del 
CPACA, en relación con el tránsito de legislación frente a los procesos iniciados antes de la vigencia 
del nuevo estatuto procesal. 
4 Esto es así, por virtud de la remisión prevista en el artículo 267 del CCA. 
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extremos de la litis, en cuanto a las pretensiones de la demanda inicial, o de la 

demanda de reconvención, o las excepciones propuestas, o cuando el juez dejó de 

hacer un pronunciamiento sobre puntos que, aún de oficio, debía resolver. 

 

A su vez, la aclaración se refiere a los eventos en que la providencia judicial contiene 

conceptos o frases que ofrezcan motivos de verdadera duda para su comprensión.  

 

2. Análisis del caso concreto 
 

Mediante escrito radicado el 18 de noviembre de 2021, el Ministerio de Salud solicitó 

que se adicionara el fallo del 22 de octubre de 2021, en el sentido de determinar 

que quien debía reconocerse como sucesor procesal era la UGPP y no ese 

Ministerio, con base en lo previsto en el Decreto 1222 de 2013 y en lo señalado por 

la Sala de Consulta y Servicio Civil de esta Corporación, mediante concepto 

proferido el 12 de noviembre de 20195. 

 

Al respecto, observa la Sala que la solicitud de adición no se refiere a un punto del 

litigio que hubiera quedado pendiente de resolver por parte del juzgador, en la 

medida en que la cuestión de la sucesión procesal sí fue abordada en el fallo 

proferido el 22 de octubre de 2021, de manera que la referida solicitud será negada. 

 

Ahora bien, la Sala no pierde de vista que la decisión sobre la sucesión procesal se 

adoptó erróneamente, pues no se tuvo en consideración lo indicado en el Decreto 

1222 de 2013  y el Concepto del 12 de noviembre de 2019 expedido por la Sala de 

Consulta y Servicio Civil, los cuales llevan a concluir que quien en realidad debe 

reconocerse como sucesor procesal en el asunto de la referencia es la UGPP, 

debido a que se trata de un conflicto en el que se está debatiendo la responsabilidad 

por el cobro de unas cuotas partes pensionales6. 

 

 
5 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 12 de noviembre de 2019, exp., 
11001030600020190006500, C.P. Álvaro Namén Vargas. 
6 Decreto 1222 de 2013, artículo 2°: “Cuotas Partes por cobrar y por pagar a Cargo de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Para fiscales - UGPP-. De 
conformidad con el término previsto en el numeral 1° del articulo 1° del Decreto 4269 de 2011, la 
Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales -UGPP-, 
continuará realizando el reconocimiento y trámite de las cuotas partes pensionales por cobrar y por 
pagar derivadas de solicitudes radicadas en dicha entidad a partir del 8 de noviembre de 2011. 
El pago de las cuotas partes pensionales por pagar a cargo de la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales -UGPP-, se efectuará a través del Fondo de 
Pensiones Públicas del Nivel Nacional FOPEP.  
El recaudo del cobro de las cuotas partes por cobrar a favor de la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales - UGPP, se trasladará al Fondo de Pensiones 
Públicas del Nivel Nacional - FOPEP”. 
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El instrumento del cual se han valido tanto la jurisprudencia7 como la doctrina para 

corregir una de las circunstancias intrínsecas a la naturaleza humana como es la 

ausencia de perfección es la llamada “teoría del antiprocesalismo”, la cual ha sido 

empleada en nuestro sistema jurídico por todos los operadores judiciales para 

corregir sus propias imprecisiones y así evitar que la legalidad de los procedimientos 

se vea alterada. Esto con fundamento en que “el auto ilegal no vincula al juez”8. 

 

Respecto al aludido instrumento el profesor Edgardo Villamil Portilla9 explica de la 

mano de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia:  

 
Se identifica como antiprocesalismo la posibilidad que se reconoce a los 
jueces para no ser consecuentes con sus errores, de modo que a pesar de 
la formal ejecutoria de las decisiones, el juez puede dejar sin valor ni efecto 
o apartarse de lo decidido para restablecer el imperio de la Ley. Esta opción 
no puede ser arbitrariamente ejercida por el juez. Para que este pueda 
revocar extemporáneamente sus decisiones debe hallar que ellas contrarían 
abiertamente la Ley. Esta práctica ha sido reiterada en la Corte, en 
Tribunales y Juzgados. De alguna manera se identifica como cierto anticipo 
de la acción de tutela, pues en verdad lo que hace el juez es determinar un 
agravio severo a la ley para enmendar un yerro que sigue produciendo 
efectos procesales nocivos (…) 
 
Sobre este particular la CSJ en Auto de la Sala de Casación Civil número 062 
de 23 de mayo de 1988 con ponencia del Magistrado José Alejandro Bonivento 
Fernández: (...) toda vez que la Corte no puede quedar obligada por su 
ejecutoria, pues los autos pronunciados con quebranto de normas legales no 
tienen fuerza de sentencia ni virtud para constreñirla a asumir una competencia 
de que carece, cometiendo así un nuevo error. 

 

Dicha figura tiene sustento, además, en la practicidad instrumental que tiene el 

juzgador cuando considera que puede corregir un yerro y que este no tiene la 

envergadura de una nulidad procesal10, pero aquel logra llegar a alterar el debido 

tránsito del proceso o, incluso, afectar la sentencia que en derecho deba dictarse. 

 

En efecto, la premisa según la cual la providencia ilegal no vincula al juez se debe 

a que la actuación irregular del operador judicial en un proceso, no puede atarlo 

para que los siga cometiendo, pues el error inicial, no puede ser fuente de los 

subsiguientes, en cuanto a que debe tenerse en cuenta el principio de legalidad 

 
7 Consejo de Estado, Sección Tercera, autos del 8 de octubre de 1987, exp. 4686; 10 de mayo de 
1994, exp. 8237; 13 de julio de 2000, exp.: 17.583. C.P. María Elena Giraldo Gómez. Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación Civil, auto de febrero 4 de 1981. Proceso abreviado suscitado por Juan 
de la Cruz Acevedo contra Magnolia Rosa Gómez; sentencia de 23 de marzo de 1981. Gaceta 
Judicial LXX, 2; LXXVII, 51 y XC 330. Proceso Enrique A. Fuentes contra Herederos de José Galo 
Alzadora. 
8 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, auto de 31 de octubre de 2016, exp. 40547, 
C.P. Danilo Rojas Betancourth. 
9 VILLAMIL PORTILLA, Edgardo. Teoría Constitucional del Proceso. Ediciones Doctrina y Ley. 
Bogotá, 1999. P. P 889-891 
10 Entiéndase las consagradas en el artículo 133 del Código General del Proceso. 
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“porque el juez está llamado a declarar la verdad real”, de manera que la 

irregularidad continuada no da derecho11.  

 

En ese orden de ideas, las providencias que se enmarcan en la evidente o palmaria 

ilegalidad, no pueden constituir ley del proceso y no hacen tránsito a cosa juzgada 

ni deben mantenerse en el ordenamiento jurídico, puesto que: 

 

No es concebible que frente a un error judicial ostensible dentro de un proceso, 
no constitutivo de causal de nulidad procesal ni alegado por las partes, el juez 
del mismo proceso, a quo o su superior, no pueda enmendarlo de oficio. Si en 
la actualidad, en primer término, los errores judiciales han sido corregidos por 
tutela (art. 86 C. N), cuando por una vía de hecho se quebrantó un derecho 
constitucional fundamental, y en segundo término, han sido indemnizados los 
perjuicios ocasionados por haberse causado un daño antijurídico (art. 86 
C.C.A), por el error judicial ¿por qué no corregir el error y evitar otro juicio, si es 
que hay lugar a ello?12. 

 

Por esta razón, el juez no está vendado para ver retroactivamente el proceso a 

sabiendas de una irregularidad procesal que tiene entidad suficiente para variar en 

absoluto el destino o rumbo del juicio, pues se trata de adoptar una decisión que 

atienda a la legalidad real y no formal del proceso. Así también lo ha mencionado la 

Corporación en sede de tutela13: 

 

 [L]as providencias ilegales no tienen ejecutoria por ser decisiones que pugnan 
con el ordenamiento jurídico, y no atan al juez ni a las partes. En ese orden de 
ideas, se reitera lo dicho por esta Corporación que ha sido del criterio de que 
los autos ejecutoriados, que se enmarcan en la evidente o palmaria ilegalidad, 
no se constituyen en ley del proceso ni hacen tránsito a cosa juzgada. 
 

A manera de conclusión, la teoría según la cual la providencia ilegal “no ata al juez 

ni a las partes, ni causa ejecutoria”, corresponde a una construcción jurisprudencial, 

en virtud de la cual la actuación irregular del juzgador en un proceso no puede atarlo 

en el mismo para que siga cometiendo errores14, de ahí que le esté permitido 

proceder contra su propia providencia, incluso ejecutoriada15. 

 

Ahora bien, el Despacho no desconoce el criterio expuesto por la Corte 

Constitucional, cuando al pronunciarse sobre la revocatoria de providencias, 

sostuvo que las mismas no pueden ser invalidadas -principio de irrevocabilidad- por 

 
11 Consejo de Estado, Sección Tercera, auto de 13 de julio de 2002, exp. 17.583, C.P. María Elena 
Giraldo. 
12 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, auto de 25 de mayo de 2016, exp. 53.553, 
C.P. Jaime Orlando Santofimio. 
13 Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia de 30 de agosto de 2012, exp. 11001-03-15-000-
2012-00117-01. 
14 Consejo de Estado, Sección Tercera, Auto de 5 de octubre de 2000, exp. 16.868. C.P. María Elena 
Giraldo Gómez. 
15 Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia del 22 de noviembre de 2012, exp. 08001-23-31-
000-2012-00117-01 (AC), C.P. María Elizabeth García González.  
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el juez, sino a través de los actos que la ley procesal expresamente establece, dado 

que la figura del antiprocesalismo:  

 
[N]o es una alternativa o mecanismo para que la autoridad judicial proceda 
de oficio a enmendar cualquier yerro en el que considere que pudo haber 
incurrido en el trámite de un proceso; ni tampoco procede a solicitud de parte 
pues ello comportaría el ejercicio extemporáneo del derecho de 
contradicción a través de una vía equivocada, esto es, pretermitiendo los 
términos y los mecanismos estatuidos para ello como es la interposición de 
los recursos respectivos16. 

 

Sin embargo, también sostuvo que no se desconoce la regla procesal de la 

excepción a la irrevocabilidad, la que fue plasmada por la Corte Suprema de Justicia 

cuando mencionó que las providencias “manifiestamente ilegales no cobran 

ejecutoria y por consiguiente no atan al juez -antiprocesalismo-17”, frente a lo cual 

aclaró:  

 
[Q]ue la aplicación de una excepción de estas características debe obedecer 
a criterios eminentemente restrictivos, pues de no ser así, so pretexto de 
enmendar cualquier equivocación, el operador jurídico puede resultar 
modificando situaciones jurídicas constituidas de buena fe respecto de 
terceros con fundamento en las providencias judiciales y desconociendo con 
ello normas de orden público, así como el principio de preclusión de las 
etapas procesales18. 

 
En la sentencia del 22 de octubre de 2021 se denota la presencia de los elementos 

que ameritan la aplicación de la regla excepcional antes expuesta, ya que se 

configuró un error de derecho del que se derivó el reconocimiento de la condición 

de sucesor procesal al Ministerio de Salud, cuando en realidad debió reconocerse 

como tal a la UGPP, contrariando lo dictado por el Decreto 1222 de 2013, en 

concordancia con lo señalado por la Sala de Consulta y Servicio Civil mediante 

concepto proferido el 12 de noviembre de 201919. 

 

En aplicación excepcionalísima de la figura del antiprocesalismo, se corrige el 

ordinal primero de la sentencia del 22 de octubre de 2021, en el sentido de precisar 

que quien debe reconocerse como sucesor procesal de la Caja Nacional de 

Previsión Social – CAJANAL EICE -Liquidada- es la Unidad de Gestión Pensional y 

Parafiscales – UGPP. 

 

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Tercera, Subsección A,  

 
16  Corte Constitucional, sentencia T-968 de 2001. Reiterado en sentencia T-1274 de 2005. 
17 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de junio 28 de 1979 M.P. Alberto 
Ospina Botero; sentencia No. 286 del 23 de Julio de 1987 M.P. Héctor Gómez Uribe; auto No. 122 
del 16 de junio de 1999 M.P. Carlos Esteban Jaramillo Schloss; sentencia No. 096 del 24 de mayo 
de 2001 M.P. Silvio Fernando Trejos Bueno, entre otras. 
18 Corte Constitucional, sentencia T-519 de 2005. 
19 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 12 de noviembre de 2019, 
exp., 11001030600020190006500, C.P. Álvaro Namén Vargas. 
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RESUELVE:  

 

PRIMERO. NEGAR la solicitud de adición de la sentencia proferida por esta 

Subsección el 22 de octubre de 2021. 

 

SEGUNDO. CORREGIR la sentencia proferida por esta Subsección el 22 de 

octubre de 2021, en el sentido de precisar que quien debe tenerse como sucesor 

procesal de la Caja Nacional de Previsión Social – CAJANAL EICE -Liquidada- es 

la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales - UGPP. 

 
Se deja constancia de que esta providencia fue aprobada por la Sala en la fecha de 

su encabezado y que se suscribe en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI, 

de manera que el certificado digital que arroja el sistema permite validar la integridad 

y autenticidad del presente documento en el enlace 

https://relatoria.consejodeestado.gov.co:8080/Vistas/documentos/evalidador.aspx. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 
 

        Firmado electrónicamente                  Firmado electrónicamente 
 

MARÍA ADRIANA MARÍN    JOSÉ ROBERTO SÁCHICA MÉNDEZ 
 
 
 
 

Firmado electrónicamente 
 

MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO 
 
 

VF 
 


